

[image: image]


[image: image]




[image: image]






Consumidor y empresa / Mónica Andrea Ramírez Hinestroza [y otros] ; Saúl Sotomonte S., (editor). -- Bogotá : Universidad Externado de Colombia. 2022.


682 páginas ; 24 cm.


Incluye referencias bibliográficas.


ISBN: 9789587907933 (impreso)


1. Protección del consumidor – Colombia 2. Derecho comercial – Colombia 3. Consumidores -- Aspectos jurídicos – Colombia 4. Calidad de los productos – Colombia 5. Responsabilidad civil – Colombia 6. Turismo -- Aspectos jurídicos -- Colombia I. Sotomonte Sotomonte, Saúl, editor II. Universidad Externado de Colombia III. Título


347.021           SCDD 15


Catalogación en la fuente -- Universidad Externado de Colombia. Biblioteca.


febrero de 2022





ISBN 978-958-790-793-3


©    2022, SAÚL SOTOMONTE S. (ED.)


©    2022, UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA


       Calle 12 n.º 1-17 este, Bogotá


       Teléfono (601) 342 0288


       publicaciones@uexternado.edu.co


       www.uexternado.edu.co


Primera edición: abril de 2022


Diseño de cubierta: Departamento de Publicaciones


Corrección de estilo: María del Pilar Osorio


Composición: María Libia Rubiano


Impresión y encuadernación: DGP Editores S.A.S.


Tiraje: de 1 a 1.000 ejemplares


 


Prohibida la reproducción o cita impresa o electrónica total o parcial de esta obra, sin autorización expresa y por escrito del Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia. Las opiniones expresadas en esta obra son responsabilidad de los autores.


Diseño epub:
Hipertexto – Netizen Digital Solutions








	
MÓNICA ANDREA RAMÍREZ HINESTROZA


ADRIANA LUCÍA LÓPEZ ÁLVAREZ


ANA MARÍA PINEDA CELY


MARÍA ELISA CAMACHO LÓPEZ


FERNANDO SILVA GARCÍA


ANDRÉS ELOY ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ


TATIANA GAONA CORREDOR



	
LUIS GONZALO BAENA CÁRDENAS


JAVIER ANDRÉS FRANCO ZÁRATE


INGRID SORAYA ORTIZ BAQUERO


ANA ISABEL CANO BARÁ


DEISY GALVIS QUINTERO


FABIO ANDRÉS BONILLA SANABRIA


LINA FERNANDA HENAO BELTRÁN








	DAVID NAMEN BAQUERO












CONTENIDO


Presentación


Comentarios a la Ley 1480 de 2011 y sus decretos reglamentarios - alcance y repercusión de estos sobre la relación entre la empresa el consumidor


Mónica Andrea Ramírez
Adriana Lucía López Álvarez


Los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible. Comparación entre los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible consagrados en el Estatuto del Consumidor colombiano, con los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible que se desprenden del Objetivo Doce de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y de su Directriz sobre Promoción del consumo sostenible


Adriana Lucía López Álvarez


Mecanismos de protección del consumidor o adquirente de bienes inmuebles en el derecho colombiano: análisis del Código Civil, Código de Comercio y el nuevo Estatuto del Consumidor (Ley 1480 de 2011)


Ana María Pineda Cely


Análisis de la responsabilidad por productos y servicios defectuosos en Colombia


María Elisa Camacho López


¿Quién es consumidor financiero y cuáles son los principios que orientan la regulación ideada para protegerlo?


Fernando Silva García


El deber de información del asegurador en la relación de consumo de seguros


Andrés Eloy Ordóñez
Ordóñez Tatiana Gaona Corredor


Responsabilidad civil de las sociedades fiduciarias en el marco del derecho del consumo: el deber de debida diligencia (“Due Diligence”)


Luis Gonzalo Baena Cárdenas


Relación de consumo en el ámbito del contrato de transporte terrestre de mercancías


Javier Andrés Franco Zárate


La protección del consumidor turista. El caso de la responsabilidad de las agencias de viaje en Colombia


Ingrid Soraya Ortiz Baquero
Tatiana Gaona Corredor
Ana Isabel Cano Bará


El derecho de retracto ejercido por usuarios de transporte aéreo


Deisy Galvis Quintero


La responsabilidad social del consumidor: el consumidor responsable y la sostenibilidad del modelo económico


Fabio Andrés Bonilla Sanabria


La responsabilidad social empresarial como una política de gobierno corporativo para la protección de los intereses de los consumidores


Lina Fernanda Henao Beltrán


Arbitraje de consumo: la aproximación española y algunas reflexiones sobre su adecuación en Colombia


David Namen Baquero


Notas al pie




PRESENTACIÓN


Hoy el derecho del consumo es un área esencial del derecho con alcance transversal y multidisciplinario, con proyección y transcendencia en diversas aristas tanto del derecho público como del derecho privado.


Aunque formalmente el desarrollo del derecho del consumo inició en el año 1982 con la expedición del Decreto 3466, en realidad su mayor crecimiento se produjo tras la expedición de la Constitución Política de 1991 y, más claramente, con la aprobación de la Ley 1480 de 2011 conocida como el Estatuto de Protección al Consumidor acompañado de normas especiales o estatutos sectoriales. Dicho Estatuto ante el fenómeno de la generalización de la actividad comercial –particularmente de las grandes superficies– dio una nueva perspectiva al debate en torno a la capacidad y el consentimiento como presupuestos de validez del contrato.


Es innegable que el desarrollo del derecho del consumo se ha visto acelerado y potenciado por el incremento en el uso de las tecnologías de la información, el manejo de aplicaciones electrónicas, el incremento del e-commerce y con ello, la diversidad de opciones de las cuales dispone hoy por hoy la persona para adquirir toda clase de servicios y bienes. Esta infinidad de alternativas implican que los riesgos a los que se ve expuesto el consumidor o usuario sean cada vez mayores y que el legislador y los reguladores tengan que afrontar nuevos retos como el control y protección de los datos, el derecho a tener una información completa y oportuna sobre lo adquirido, la necesidad de canales virtuales para hacer efectivas las reclamaciones del consumidor y unas vías más expeditas para que las controversias aun en pequeña cuantía sean resueltas en forma eficaz.


Este crecimiento exponencial del consumo a todo nivel ha hecho que todas las áreas del derecho, de una u otra forma, se vean permeadas por la protección del consumidor y de los usuarios. Hoy no puede entenderse el contrato y las relaciones de la empresa sin mirar al consumidor como eje de las relaciones y como sujeto de especial protección, tampoco es posible hablar de la prestación de servicios públicos o privados sin considerar el usuario, sus derechos y sus obligaciones, e incluso, más que nunca la contratación estatal también está enfocada en parte a atender las necesidades de ese extremo frágil de la relación de consumo, esto es, el usuario de servicios de telecomunicaciones, transporte, educación, salud, etcétera.


El Grupo de Investigación en Derecho Comercial Colombiano y Comparado consciente de la importancia del tema tanto en el ámbito comercial como en el derecho privado, ha venido desarrollando diversos trabajos e investigaciones alrededor de las relaciones entre la empresa y el consumidor. Este libro es fruto de algunos de los debates, conversatorios y trabajos de investigación realizados por los docentes y jóvenes investigadores del Departamento de Derecho Comercial que, desde su experiencia han abordado distintos temas y aristas del derecho del consumidor con la finalidad de abrir y generar el debate sobre muchos temas novedosos, dejando abierta la puerta a próximos encuentros académicos así como a trabajos en esta importante área del conocimiento.


Nuestro objetivo, además de contribuir al desarrollo de la doctrina en el tema, por ahora escasa, es también el de incentivar nuevos proyectos y trabajos de investigación por parte de nuestros docentes y alumnos, pues el avance del derecho de consumo y la reivindicación de una efectiva protección de los usuarios y consumidores es el reto que tenemos hoy y ahora particularmente cuando las nuevas generaciones enfrentan esta economía no solo globalizada sino virtualizada.
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Comentarios a la ley 1480 de 2011 y sus decretos reglamentarios – alcance y repercusión de estos sobre la relación entre la empresa y el consumidor


Comments on law 1480 of 2011 and its regulatory decrees-scope and impact of these on the relation between the company and the consumer




RESUMEN


El presente trabajo hace una breve introducción sobre la empresa y el consumidor como conceptos fundamentales dentro de la economía social de mercado y como extremos de la relación de consumo y sobre la importancia que la Ley 1480 de 2011 ha tenido para la empresa, el consumidor y el mercado de consumo colombiano en general. De igual manera, hace una exposición y comentarios a los aspectos más relevantes de los decretos reglamentarios de la Ley 1480, y finaliza con una reflexión sobre los desafíos y las tareas pendientes en materia de reglamentación de la ley, en especial con temas tan importantes como el comercio electrónico, las dificultades en la vigilancia transfronteriza del comercio electrónico, las plataformas de comercio electrónico y los portales de contacto; resaltando la necesidad de una actualización del Estatuto del Consumidor para efectos de regular los nuevos fenómenos económicos, sociales y tecnológicos que se han presentado con posterioridad a la expedición de la ley.
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ABSTRACT


The present work makes a brief introduction on the company and the consumer as fundamental concepts within the social market economy and as extremes of the consumer relationship and on the importance that Law 1480 of 2011 has had for the company, the consumer and the colombian consumer market in general. Likewise, this work makes a presentation and comments on the most relevant aspects of the regulatory decrees of Law 1480, to end with a reflection on the challenges and pending tasks regarding the regulation of the law, especially for issues such as electronic commerce, difficulties in cross-border surveillance of electronic commerce, electronic commerce platforms and contact portals; bearing in mind the need for an update of the Consumer Statute in order to regulate the new economic, social and technological phenomena that have been occurring after the law was issued.
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1. INTRODUCCIÓN


Si entendemos el derecho del mercado como aquel cuyo contenido se refiere a las relaciones jurídicas entre las empresas para una libre competencia, las relaciones entre empresas y consumidores, la prohibición y sanción administrativa a las distorsiones al mercado por parte de empresas o grupos de empresas y los criterios jurídicos para regular el comportamiento de las empresas en el mercado1, uno de los aspectos primordiales que se deriva del mismo es la relación existente entre la empresa, en su calidad de productor y/o distribuidor de bienes y/o servicios, y el consumidor, al ser ambos actores fundamentales de la economía social de mercado2 -modelo económico adoptado por la Constitución de 1991- y conceptos interdependientes por ser extremos de la relación de consumo, no siendo posible hablar de la empresa sin hablar del consumidor, y viceversa.


Para Narváez García, la empresa es un fenómeno económico, social y político, además de jurídico y ha sido estudiada en todos esos campos3, y en nuestro ordenamiento jurídico ostenta un lugar preponderante cuando la Constitución Política consagra la libertad de la actividad económica y de la iniciativa privada dentro de los límites del bien común, el derecho a la libre competencia económica que supone responsabilidades, y a la empresa como base del desarrollo, con una función social que implica obligaciones.4


En cuanto a su concepto, el Código de Comercio define a la empresa como “(…) toda actividad económica organizada para la producción, transformación, circulación, administración o custodia de bienes, o para la prestación de servicios. (…)”.5


De la libertad de la actividad económica y de la iniciativa privada consagrada a nivel constitucional, se desprende la libertad de empresa que puede definirse como “(…) un derecho de orden constitucional que faculta a las personas para concurrir al mercado a través de la realización de actividades económicas de producción e intercambio de bienes y servicios para la obtención de un beneficio o ganancia adoptando para ello cualquier forma de organización empresarial”.6


Vemos entonces como en Colombia, la empresa como actividad económica organizada para la producción de bienes o prestación de servicios, es reconocida como motor fundamental del modelo económico consagrado en la Carta de 1991 -la economía social de mercado-, siendo esta actividad libre, y solamente limitada por el interés general y el bien común.


En cuanto a los consumidores, la Constitución Política establece que la ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, la información a suministrarse al público en su comercialización, y la responsabilidad que le atañe a quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios atenten contra la salud, seguridad y adecuado aprovisionamiento de consumidores y usuarios7, aspectos tales que fueron regulados en la Ley 1480 de 2011 por la cual se expidió el Estatuto del Consumidor.


Este reconocimiento constitucional a favor de la protección a los consumidores tiene como fundamento el reconocimiento por parte del Estado de la condición de inferioridad de estos en razón al desequilibrio en las condiciones existentes entre productores y consumidores. La SIC se refiere a las motivaciones del artículo 78 de la Constitución en su Sentencia 1518 de 2019 cuando expresa lo siguiente:


“En efecto, de los antecedentes del artículo 78 C.P.C. que se encuentran en las gacetas de la Asamblea Nacional Constituyente, se advierte que la incorporación de este precepto en la Constitución Política estuvo inspirada en lo que se conoce como el principio favor debilis, de expresa consagración en el artículo 13 C.P.C., el cual determina una protección especial a favor de aquellos grupos tradicionalmente marginados y que, a su vez, informa otras normas, como la que eleva a rango constitucional la protección de los consumidores.(…).”8


En cuanto al concepto de consumidor, la Ley 1480 define al consumidor o usuario como “toda persona natural o jurídica que, como destinatario final, adquiera, disfrute o utilice un determinado producto, cualquiera que sea su naturaleza para la satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar o doméstica y empresarial cuando no esté ligada intrínsecamente a su actividad económica. Se entenderá incluido en el concepto de consumidor el de usuario.”9; donde el consumidor normalmente informado ha sido definido por la SIC como “(…) aquel que usualmente no planifica sus decisiones de consumo y solamente consulta aquellos aspectos de la información que son esenciales para su (SIC) realizar la elección o que resaltan por su tamaño. (…)”.10


Para Correa Henao, dentro de nuestro ordenamiento jurídico y modelo económico los consumidores son concebidos como “(…) sujetos especialmente protegidos por ser agentes económicos principales, cuyos derechos e intereses deben ser el primer y verdadero reflejo de la calidad y competitividad de los mercados en cuestión.”.11


Vemos entonces como en Colombia el consumidor o usuario, siendo este aquella persona natural o jurídica que como destinatario final adquiere, disfruta o utiliza un producto o servicio para la satisfacción de una necesidad propia, es considerado como un agente económico fundamental dentro de la relación de consumo, que es merecedor de protección especial por su condición de inferioridad o debilidad frente al productor.


Como ha sido ampliamente expuesto en la jurisprudencia y en la doctrina, la innegable condición asimétrica en la que se encuentran el consumidor y el empresario (llámese productor o proveedor), puede ser ocasionada por muchos factores asociados al propio proceso productivo y/o de comercialización, entre ellos: el grado de conocimiento que productor y/o proveedor tienen en relación con los productos que ofrecen, por supuesto, superior al que normalmente tiene el consumidor; los métodos de publicidad que utilizan los empresarios para dar a conocer sus productos; los mecanismos de comercialización, cada vez más variados y, en algunos casos, agresivos, que pueden disminuir la libertad de decisión de los consumidores; las modalidades de contratación, siendo cada vez más frecuente el uso de contratos de adhesión y de condiciones generales de contratación.


La presencia de estos factores en las relaciones de consumo, hace que en estas, no encuentren aplicación real algunos principios que son inherentes a las relaciones contractuales tradicionales, tales como la igualdad de los contratantes o la autonomía de la voluntad, y, en cambio, lo que se evidencia con claridad es una situación de asimetría informativa, así como un menoscabo de la autonomía negocial de la parte más débil en la relación: el consumidor.


Esta realidad es lo que justifica que exista una especial protección normativa para el consumidor, por ser la parte que se encuentra en situación de vulnerabilidad frente al otro extremo de la relación de consumo y que el legislador haya definido variados mecanismos o herramientas para compensar o restablecer esta situación de desequilibrio12.


De lo anterior podemos observar como la empresa -actuando en su calidad de productor y/o distribuidor-13 y el consumidor, se erigen como extremos de la relación de consumo que se encuentran estrechamente relacionados al ser estos interdependientes, en la medida en que la empresa es quien produce, importa y/o comercializa los bienes y/o servicios que el consumidor o usuario adquiere para la satisfacción de sus necesidades.


Esta relación entre la empresa y el consumidor se encuentra reflejada en el Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, lo que se evidencia en su objeto cuando establece que “las normas de esta ley regulan los derechos y las obligaciones surgidas entre los productores, proveedores y consumidores y la responsabilidad de los productores y proveedores tanto sustancial como procesalmente. (…).”.14


De igual forma, la relación entre empresa y consumidor es abordada en el ámbito de aplicación de la ley cuando este establece que “(…) Las normas contenidas en esta ley son aplicables en general a las relaciones de consumo y a la responsabilidad de los productores y proveedores frente al consumidor en todos los sectores de la economía respecto de los cuales no exista regulación especial, evento en el cual aplicará la regulación especial y suplementariamente las normas establecidas en esta Ley. (…)”.15


De lo anterior se colige que el Estatuto del Consumidor regula la relación de consumo existente entre el empresario -en calidad de productor y/o proveedor- y los consumidores, cuando establece los derechos y obligaciones surgidas entre estos y la responsabilidad de productores y proveedores; y al regular esta relación, el Estatuto recoge la intención plasmada en la Constitución Política de proteger al consumidor como parte débil de la relación de consumo.


La importancia de la misión encomendada por la Constitución a la ley respecto a la protección que esta debe brindar al consumidor para disminuir los desequilibrios y las desigualdades entre los dos extremos de la relación de consumo, ha sido reconocida por la Corte Constitucional así:


“La Constitución ordena la existencia de un campo de protección en favor del consumidor, inspirado en el propósito de restablecer su igualdad frente a los productores y distribuidores, dada la asimetría real en que se desenvuelve la persona que acude al mercado en pos de la satisfacción de sus necesidades humanas. Sin embargo, la Constitución no entra a determinar los supuestos específicos de protección, tema este que se desarrolla a través del ordenamiento jurídico. (…) Como ya se ha expresado, la razón de ser de este régimen estriba en la necesidad de compensar con medidas de distinto orden la posición de inferioridad con que consumidores y usuarios, por lo general dispersos y dotados de escasos conocimientos y potencialidades, enfrentan a las fuerzas de la producción y comercialización de bienes y servicios, necesarios en orden a la satisfacción de sus necesidades materiales. Cuando la Constitución encomienda al legislador el desarrollo de un cierto régimen de protección, no está simplemente habilitando una competencia específica para dictar cualquier tipo de normas. Lo que el Constituyente se propone es que la finalidad de la protección efectivamente se intente actualizar y se imponga en la realidad política y social –por lo menos en un grado razonable y en la medida de las posibilidades y recursos existentes–, articulando de la manera más armoniosa y eficaz dentro de las políticas públicas las justas demandas de los sujetos merecedores de dicha protección especial.”29. (negrillas fuera del texto original).16


En consonancia con esta visión de la Corte Constitucional, resulta notorio que una de las motivaciones para la expedición de la Ley 1480 fue cumplir con los lineamientos dados por la Constitución referentes al establecimiento de un campo de protección a favor del consumidor y desplegar la capacidad del Estado en pos de acotar la brecha generada por el desequilibrio existente entre la empresa como productor y/o distribuidor y el consumidor o usuario.


Sin embargo, el hecho de que la Ley 1480 tenga este propósito, y por ende, proteja al consumidor, no significa que esta ley no propenda por vínculos justos y de buena fe entre ambos extremos de la relación de consumo, -lo que redunda en beneficio del mercado mismo- o no reconozca la importancia que tiene el productor y/o distribuidor como actor fundamental dentro del mercado de consumo en ejercicio de la libertad de empresa consagrada a su favor dentro del orden constitucional.


En este sentido, la Superintendencia de Industria y Comercio, hablando de las motivaciones de la Ley 1480 dijo lo siguiente:


“(…) en los antecedentes del actual Estatuto del Consumidor expresamente se señaló, dentro de los motivos que impulsaron su expedición, el intento de “(…) establecer entre consumidores y proveedores relaciones más equilibradas, generar un marco de respeto mutuo, aumentar el crecimiento del mercado y beneficiar con su actividad y desarrollo a la comunidad (…)”60. En esta medida, si bien es claro el reconocimiento del desequilibrio que se presenta en las relaciones entre productores y proveedores, por un lado, y consumidores, de otro, lo cierto es que la búsqueda del equilibrio debe ir acompañado de las condiciones de respeto mutuo y de la promoción del crecimiento del mercado con el fin de contribuir al desarrollo de la comunidad. Esto se acompasa con lo establecido en el artículo 333 de la Constitución Política, que establece que “la actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. (…) La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades”. De conformidad con lo expuesto, el Estatuto del Consumidor consagra una serie de derechos y deberes correlativos entre las partes involucradas en la relación de consumo, dirigidos a cumplir las finalidades que fueron expuestas previamente, a saber: i) la disminución de la asimetría en las relaciones; ii) la protección de la parte débil de la relación; y, iii) prevenir las conductas abusivas o desleales de los empresarios. Este marco general define entonces los límites para el ejercicio de las prerrogativas que la Ley 1480 reconoce a los consumidores. Por ello es posible afirmar que el ejercicio de los derechos por parte del consumidor, que se desvíe de las finalidades señaladas y que contraríe los postulados de la buena fe, podrá catalogarse como abusiva y, por ende, carecerá de tutela. Y finalmente, es importante tener en cuenta, a su vez, que los derechos del consumidor deben interpretarse en armonía con aquellos que le asisten a quienes producen y comercializan productos, que encuentran su fuente en el ya citado artículo 333 de la Constitución Política, tendiente a la protección de la libre empresa, claro está, dentro de ciertos límites”.17


Como vemos, la Ley 1480 de 2011 representó en su momento la concreción de la intención consagrada en la Constitución Política de proteger por la vía legislativa a los consumidores, establecer relaciones equilibradas entre consumidores y proveedores y aumentar el mercado, y en efecto, supuso un importante avance en estos sentidos, sobre todo en comparación con el anterior Estatuto del Consumidor plasmado en el Decreto 3466 de 1982. A este respecto, la SIC manifestó lo siguiente:


“(…) En el caso colombiano, pasar de un sencillo esquema de protección al consumidor, como el que contenía el Decreto 3466 de 1982, a un sistema de normas que articula los derechos y deberes de los consumidores y empresarios con las distintas herramientas procesales para hacerlos efectivos y, a su vez, impone obligaciones a las autoridades para crear en el país una cultura de consumo responsable al implementar programas de información y educación, ha sido un logro importantísimo para el fortalecimiento del mercado nacional. Desde su entrada en vigencia, hace poco más de cinco años, la ley 1480 de 2011 -Estatuto del Consumidor- ha ido colonizando un contexto que desconocía lo que era la verdadera protección al consumidor y ha hecho que consumidores, empresarios y autoridades fijen su atención en los distintos aspectos que componen el derecho del consumo. (…)”.18


Sin embargo, el hecho de que la Ley 1480 haya representado, como en efecto lo ha hecho, un importante avance en la protección de los derechos del consumidor y en el establecimiento de relaciones más equilibradas entre consumidores y proveedores en beneficio del mercado, no significa que esta haya cubierto la totalidad de los temas que competen a la relación de consumo.


Como puede inferirse de una lectura rápida de la ley, la misma dejó planteada una cantidad importante de temas cuya reglamentación delegó al ejecutivo, y, más que considerarla como un completo cuerpo normativo, la ley puede percibirse -sin querer demeritar su valor y lo que ha representado para el mercado de consumo colombiano-, como una regulación de carácter general para los temas de protección al consumidor y de responsabilidad de productores y/o distribuidores, donde además de dejar muchos aspectos por reglamentar, deja en evidencia la ausencia de otros tan fundamentales para el mercado como pueden ser los alusivos al consumo sostenible y a un desarrollo más minucioso de los deberes y responsabilidades de los consumidores, y de la educación e información que debe brindarse al consumidor, entre otros.


2. DECRETOS REGLAMENTARIOS DE LA LEY 1480 DE 2011. RESEÑA Y COMENTARIOS


Respecto a las disposiciones de la Ley 1480 de 2011 que han sido objeto de reglamentación por el Gobierno Nacional, tenemos que hasta la fecha de elaboración de este escrito, se han expedido los siguientes Decretos Reglamentarios, todos los cuales, debe precisarse, hoy se encuentran compilados en el Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015.


TABLA*






	Ley 1480 de 2011


	Decreto reglamentario







	“Artículo. 11. Aspectos incluidos en la garantía legal. (…) Parágrafo. El Gobierno Nacional, dentro de los seis meses siguientes a la expedición de esta ley, se encargará de reglamentar la forma de operar de la garantía legal. La reglamentación del Gobierno, no suspende la aplicación de lo dispuesto en la presente ley.”.


	Decreto 735 de 2013 “Por el cual se reglamenta la efectividad de la garantía prevista en los artículos 7 y siguientes de la Ley 1480 de 2011”.







	“Artículo 18. Prestación de servicios que suponen la entrega de un bien. (…) Parágrafo. Pasado un (1) mes a partir de la fecha prevista para la devolución o a la fecha en que el consumidor debía aceptar o rechazar expresamente el servicio, de conformidad con lo previsto en el numeral 1 anterior sin que el consumidor acuda a retirar el bien, el prestador del servicio lo requerirá para que lo retire dentro de los dos (2) meses siguientes a la remisión de la comunicación. Si el consumidor no lo retira se entenderá por ley que abandona el bien y el prestador del servicio deberá disponer del mismo conforme con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional para el efecto. (…).”


	Decreto 1413 de 2018 “Por el cual se adiciona un capítulo al Libro 2, Parte 2, Título 2 del Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015 y se reglamenta el parágrafo del artículo 18 de la Ley 1480 de 2011”.







	“Artículo 19. Deber de información. Cuando un miembro de la cadena de producción, distribución y comercialización, tenga conocimiento de que al menos un producto fabricado, importado o comercializado por él, tiene un defecto que ha producido o puede producir un evento adverso que atente contra la salud, la vida o la seguridad de las personas, deberá tomar las medidas correctivas frente a los productos no despachados y los puestos en circulación, y deberá informar el hecho dentro de los tres (3) días calendario siguientes a la autoridad que determine el Gobierno Nacional.


	Decreto 679 de 2016 “Por el cual se adiciona un capítulo al libro 2 de la parte 2 del título 2 del Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015, y se reglamenta el articulo 19 de la Ley 1480 de 2011”.







	“Artículo 28. Derecho a la información de los niños, niñas y adolescentes. El Gobierno Nacional reglamentará, en el término de un año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los casos, el contenido y la forma en que deba ser presentada la información que se suministre a los niños, niñas y adolescentes en su calidad de consumidores, en desarrollo del derecho de información consagrado en el artículo 34 de la Ley 1098 de 2006.”


	Decreto 975 de 2014 “Por el cual se reglamentan los casos, el contenido y la forma en que se debe presentar la información y la publicidad dirigida a los niños, niñas y adolescentes en su calidad de consumidores”.







	“Artículo 45. Estipulaciones especiales. (…) Parágrafo 1. Las disposiciones relacionadas con operaciones de crédito otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia sobre su actividad crediticia no haya sido asignada a alguna autoridad administrativa en particular, y con contratos de adquisición de bienes o prestación de servicios en el que el productor o proveedor otorgue de forma directa financiación, deberán ser reglamentadas por el Gobierno Nacional. (…)”.


	Decreto 1368 de 2014 “Por el cual se reglamentan las operaciones mediante sistemas de financiación previstas en el artículo 45 de la Ley 1480 de 2011”.







	“Artículo 46. Deberes especiales del productor y proveedor. (…) Parágrafo. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente ley, el Gobierno Nacional se encargará de reglamentar las ventas a distancia”.


	Decreto 1499 de 2014 “Por el cual se reglamentan las ventas que utilizan métodos no tradicionales y las ventas a distancia”.







	“Artículo 51. Reversión del pago. Cuando las ventas de bienes se realicen mediante mecanismos de comercio electrónico, tales como Internet, PSE y/o call center y/o cualquier otro mecanismo de televenta o tienda virtual, y se haya utilizado para realizar el pago una tarjeta de crédito, débito o cualquier otro instrumento de pago electrónico, los participantes del proceso de pago deberán reversar los pagos que solicite el consumidor cuando sea objeto de fraude, o corresponda a una operación no solicitada, o el producto adquirido no sea recibido, o el producto entregado no corresponda a lo solicitado o sea defectuoso. (…) El Gobierno Nacional reglamentará el presente artículo. (…)”


	Decreto 587 de 2016 “Por el cual se adiciona un capítulo al libro 2 de la parte 2 del título 2 del Decreto Único del sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015, y se reglamenta el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011”.








*A mayo de 2020. Tabla elaborada por las autoras del artículo.


A continuación realizaremos una breve reseña de cada uno de los decretos reglamentarios que han sido expedidos por el Gobierno Nacional en virtud de las normas que acabamos de relacionar. Adicionalmente, se presentará una referencia al Decreto 1369 de 2014 “Por el cual se reglamenta el uso de la publicidad alusiva a cualidades, características o atributos ambientales de los productos”, instrumento que se destaca como un buen aporte para la observancia de los derechos de los consumidores a recibir información veraz sobre las condiciones objetivas de los productos y a ser protegidos de la publicidad engañosa.


Los comentarios a los decretos reglamentarios se presentan en el orden de los artículos del Estatuto del Consumidor que fueron objeto de reglamentación por parte del Gobierno Nacional y no en estricto orden cronológico.


DECRETO 735 DE 2013 SOBRE EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA: ARTÍCULOS 7 Y SIGUIENTES DE LA LEY 1480 DE 2011


De manera afortunada el proceso de reglamentación de la Ley 1480 de 2011 inició abordando uno de los aspectos de mayor importancia para todos los consumidores, como es el de la efectividad de la garantía; toda vez, que a través de esta se protege el derecho a recibir productos que cumplan con las condiciones de idoneidad, calidad y seguridad.


De otro lado, la garantía no solo establece la obligación solidaria de los proveedores y productores de responder porque los productos satisfagan la finalidad para la cual fueron comercializados, cumplan con las condiciones naturales y aquellas que se hubieran informado sobre estos y no atenten contra la vida o integridad del consumidor; sino que además, constituye un importante instrumento para promover la competitividad, al poder esta ser utilizada como elemento diferenciador en el mercado.


El decreto aborda en primer lugar lo relacionado con la presentación de la solicitud de la efectividad de la garantía, estableciendo algunas reglas importantes para dichos efectos; por ejemplo, el hecho de que el consumidor se encuentre obligado a informar el daño que tiene el producto, así como también, ponerlo a disposición del expendedor en el sitio en que le fue entregado o, en uno de los puntos dispuestos para dichos efectos.


Al respecto, es de resaltar que cuando el decreto señala que, de requerirse el transporte del bien, los costos serán asumidos por el productor o el expendedor, hace referencia al eventual transporte de las cosas para su reparación y posterior entrega al consumidor en el lugar en el cual hubiera solicitado la garantía. En otras palabras, los costos necesarios para efectos de que el consumidor pueda solicitar la efectividad de la garantía se encuentran completamente a cargo del productor o expendedor.


De otro lado, el decreto reitera que en caso de que un producto presente una falla, se deberá proceder a su reparación y, que la devolución del dinero o la sustitución del bien, solo procederán cuando la falla se repita o la reparación no sea posible; quedando aún la discusión, de si esta debe reiterarse de manera idéntica o, si por el contrario, basta con que el producto presente una segunda falla, siendo completamente irrelevante si es o no la misma.


El decreto también reguló algunos términos en particular que habían sido omitidos por el Estatuto del Consumidor, como son los previstos para llevar a cabo la reparación del producto, la sustitución del bien o la devolución del dinero; los cuales, permiten garantizar que estos trámites se produzcan en un espacio de tiempo determinado y no, que queden a la mera potestad del proveedor o productor. De igual manera, esta disposición estableció el término en cada una de dichas circunstancias para que el consumidor ponga a disposición el producto e incluso, lo consagró como causal de exoneración de responsabilidad, respecto de la posibilidad de que el proveedor o productor sea objeto de las multas que prevé el numeral 11 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011.


En aquello relacionado con la garantía sobre bienes usados, el decreto dio claridad sobre un punto que, si bien parece obvio, el vacío en la Ley podía generar interpretaciones inadecuadas, en el sentido de entender que la solidaridad entre el proveedor y el productor en materia de efectividad de la garantía se extendía a aquellas situaciones en las cuales al momento de vender el producto usado el término de la garantía legal habría ya fenecido. Así, la disposición estableció que en dichos casos la garantía estaría a cargo exclusivamente del proveedor, pues respecto del productor habrá fenecido el término durante el cual este debe responder por la calidad, idoneidad y seguridad del producto.


El decreto reglamentario también abordó lo relacionado con la efectividad de la garantía en bienes inmuebles. Tal vez uno de los puntos a examinar sobre el particular es la expresa referencia que hace la norma a la garantía sobre las líneas vitales del inmueble (infraestructura básica de redes, tuberías, o elementos que permiten la movilización de energía eléctrica y combustibles), al cual se le otorgó el mismo término (1 año) que al de los acabados; cuando por sus características, tal vez, el tiempo otorgado resulta insuficiente de cara al consumidor, más aún, si se tiene en cuenta las implicaciones que las líneas vitales tienen respecto del uso e incluso idoneidad del bien inmueble. Tal vez, habría sido mejor que este término de garantía fuera fijado por la Superintendencia de Industria y Comercio, haciendo uso de la facultad prevista en el numeral 16 del artículo 59 de la Ley 1480 de 2011.


Finalmente, llamamos la atención sobre la incongruencia que consideramos que se presenta en el parágrafo segundo del artículo 13, pues la norma, cuando se refiere a la devolución del dinero debido a la efectividad de la garantía, en un primer momento señala que la transferencia del derecho real de dominio se deberá producir después del pago, para posteriormente, señalar que esta se tiene que hacer previo a la devolución del dinero.


DECRETO 1413 DE 2018 SOBRE PRESTACIÓN DE SERVICIOS QUE SUPONEN LA ENTREGA DE UN BIEN: ARTÍCULO 18 DE LA LEY 1480 DE 2011


El artículo 18 de la Ley 1480 de 2011 se ocupó de la prestación de servicios que suponen la entrega de un bien y posteriormente fue objeto de reglamentación por el Decreto 1413 de 2018 (hoy compilado como Capítulo 56 del Decreto 1074 de 2015).


El objeto del Decreto 1413 es “reglamentar la forma en que el prestador de un servicio que supone la entrega de bienes muebles, debe disponer de aquellos cuya transferencia del derecho de dominio no está sujeta a registro, y que han sido dejados en abandono por parte de los consumidores, en los términos en que lo establece el artículo 18 de la Ley 1480 de 2011”.19


Este nuevo capítulo del Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo regula el procedimiento para requerir al consumidor que no haya retirado un bien entregado para la prestación de un servicio, el momento en que se entiende que un bien ha sido abandonado, los efectos del abandono de un bien -los cuales consisten en que el bien abandonado se reputará provisoriamente como un bien mostrenco según lo establecido en el artículo 704 del Código Civil-, y la prueba de los trámites que lleve a cabo el prestador del servicio que agote cualquiera de los procedimientos previstos en dicho capítulo.


Como comentario a esta reglamentación, no podemos dejar de reconocer que el Decreto 1413 reviste de importancia en la medida en que tuvo como propósito llenar un vacío existente en cuanto al tratamiento de bienes abandonados cuando estos eran entregados por los consumidores para la prestación de un servicio y posteriormente no eran retirados. Sin embargo, llama la atención los efectos que el decreto concede al abandono de un bien por parte de un consumidor habiéndolo entregado para la prestación de un servicio, cuando establece que el bien abandonado se reputará provisoriamente como un bien mostrenco según lo establecido en el artículo 704 del Código Civil.


Decimos que llama la atención, sobre todo cuando observamos el tenor de lo consagrado en los artículos 704 y 706 del Código Civil, donde el artículo 704 establece que: “El que halle o descubra alguna cosa que por su naturaleza manifieste haber estado en dominio anterior, o que por sus señales o vestigios indique haber estado en tal dominio anterior deberá ponerla a disposición de su dueño si este fuere conocido. Si el dueño de la cosa hallada o descubierta no fuere conocido o no pareciere, se reputará provisoriamente estar vacante o ser mostrenca la cosa”20. Por otra parte, el Artículo 706 define los bienes vacantes y mostrencos así: “Estímanse bienes vacantes los bienes inmuebles que se encuentran dentro del territorio respectivo a cargo de la nación, sin dueño aparente o conocido, y mostrencos los bienes muebles que se hallen en el mismo caso”.21


En cuanto al concepto de bien mostrenco, la Corte Suprema de Justicia ha manifestado lo siguiente:


“En torno al concepto de bien mostrenco y los requisitos que debe cumplir para considerarse como tal, de antiguo la Sala de Casación Civil de la Corte tiene dicho: para que una cosa mueble pueda ser declarada bien mostrenco es necesario que se reunan estas condiciones: 1-Que se trate de una cosa corporal, no de una incorporal, como un crédito; 2-Que haya tenido dueño, porque de no, se trataría de un res nullius y no de un bien mostrenco; 3-Que no se trate de una cosa voluntariamente abandonada por su dueño, porque en este caso, la cosa no sería mostrenca sino derelicta (abandonada); y 4-Que no tenga dueño conocido o aparente. En realidad las cosas mostrencas son las cosas perdidas respecto de las cuales no ha habido en el dueño intención de abandonarlas, por lo cual aquel siempre conserva el derecho a recuperarlas, salvo cuando ya hayan sido enajenadas por el municipio…Según la definición del artículo 706 de nuestro Código Civil, mostrencos son los bienes muebles sin dueño aparente o conocido, es decir que son especies muebles cuyo dueño no parece ni se sabe quién es; cosas que aparentemente fueron perdidas por su dueño. Este no las ha abandonado para que las ocupe quien las encuentre, sino que las ha perdido, y por eso la investigación judicial se dirige a dar con el dueño. Si éste no es hallado, se adjudican al municipio donde se encontraron con participación para su inventor. (Cas. 25 de mayo 1954. G.J. LXXVII, 2141-594). (…) En síntesis, para lo que interesa al asunto que se resuelve, deben tenerse en cuenta como pautas hermenéuticas en orden a determinar la calidad de mostrenco de un bien, que (i) se trate de cosa corporal mueble que su dueño haya perdido y (iii) al momento de su hallazgo no tenga propietario aparente o conocido. (…)”22


De la sentencia anterior puede colegirse que un bien mostrenco es un bien mueble que su dueño ha perdido y que al momento de su hallazo no tiene propietario aparente o conocido. Por otro lado, de lo dispuesto en los artículos 704 y 706 puede observarse que la calificación de un bien como mostrenco es aplicable a este cuando alguien “halle o descubra” alguna cosa cuya naturaleza, señales o vestigios indiquen haber estado en dominio anterior, al igual que establece que un bien se reputará mostrenco cuando el bien mueble no tuviere dueño aparente o conocido.


En el caso del parágrafo del artículo 18 de la Ley 1480 y su Decreto Reglamentario 1413, el bien objeto de estas normas no es un bien que está perdido y que es hallado o descubierto por el prestador de un servicio, sino que es un bien “entregado” a este por un consumidor para que pueda desarrollarse la prestación de un servicio; al igual que no se infiere de su naturaleza, señales o vestigios que este bien haya estado en dominio anterior, sino que usualmente se tiene la certeza de en quién radica la propiedad del mismo, o por lo menos quien ostentaba su tenencia al momento de la entrega, siendo este el consumidor que en efecto entrega el bien, por lo que no puede decirse en este caso que el bien haya sido hallado, o que el dueño no sea conocido. Es diferente entonces hallar o descubrir un bien perdido cuyo dueño no es conocido, a que un bien sea entregado por un consumidor identificado, con el propósito de que le sea prestado un servicio.


De otra parte, la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia SP12042-2015, cuyo extracto acabamos de transcribir arriba, establece que una de las condiciones para que una cosa mueble pueda ser declarada bien mostrenco, es que no se trate de una cosa voluntariamente abandonada por su dueño pues en este caso, la cosa no sería mostrenca sino abandonada. Si vemos lo dispuesto en el parágrafo del artículo 18, el mismo establece que si el consumidor no retira el bien, se entenderá por ley que “abandona” el bien y el prestador del servicio deberá disponer del mismo conforme a la reglamentación que expida el Gobierno para tal efecto. Lo anterior significa que el bien que no se retira por parte del consumidor una vez entregado para la prestación de un servicio, se entenderá por ley como un bien abandonado, y como vimos en la sentencia, un bien voluntariamente abandonado no puede considerarse como mostrenco, lo que no permitiría que en los casos de abandono voluntario del bien, el mismo pudiere ser considerado como mostrenco.


Por lo anterior, pareciera que al reglamentarse el parágrafo del artículo 18 de la Ley 1480, no se encontró una figura legal más precisa, acudiéndose entonces a encajar – creemos que de manera un poco forzada- el supuesto descrito en dicho parágrafo dentro de la categoría de bienes que pueden ser considerados como mostrencos según lo dispuesto en el Código Civil.


Ahora, en relación con los efectos de que el bien abandonado se repute provisoriamente como un bien mostrenco, recordemos que el artículo 2.4.3.1.3.1 del Decreto 1084 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Inclusión Social y Reconciliación” establece lo siguiente:


“Artículo 2.4.3.1.3.1. De la denuncia de bienes vacantes urbanos, mostrencos o de vocaciones hereditarias. Toda persona que descubra la existencia de un bien vacante urbano, mostrenco, o de vocación hereditaria, deberá hacer su denuncia por escrito, ante la Dirección General o dirección regional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, según la ubicación del bien o el lugar de tramitación del respectivo juicio. En el escrito de denuncia se incluirá la afirmación de que el denunciante procede de buena fe. Esta afirmación se hará bajo la gravedad del juramento que se considerará prestado por la presentación personal del escrito. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar hará la estimación del valor comercial del bien denunciado. En el mismo documento el denunciante manifestará su propósito de celebrar el respectivo contrato para obtener la declaración judicial, que los bienes son vacantes urbanos o mostrencos y su adjudicación al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. En el texto del contrato se estipulará la participación que corresponda al denunciante, de acuerdo con la escala establecida en el artículo 2.4.3.1.3.9. del presente decreto. Parágrafo. No se entenderá como descubrimiento el de aquellos bienes cuya existencia haya sido divulgada por cualquier medio de comunicación masiva o denunciada para el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por cualquiera de sus funcionarios, con anterioridad a la pretensión del particular interesado.”


Así las cosas, el proveedor del servicio que ostente la tenencia de un bien mostrenco (esto es, que ha sido abandonado por el consumidor) deberá presentar una denuncia por escrito a la Dirección General o a la Dirección Regional del ICBF que corresponda.


Es evidente la dificultad que ha tenido la implementación de la solución propuesta por el decreto, sobre la forma cómo el prestador del servicio debe disponer del bien dejado en abandono por el consumidor. Este decreto se ocupó de un tema que requería urgente reglamentación y sobre el que había grandes expectativas por parte de los empresarios que se dedican a la prestación de servicios que requieren la entrega del bien, como por ejemplo los de reparación de vehículos o las lavanderías, quienes pedían una solución que les permitiese disponer del bien de una manera segura - desde el punto de vista jurídico-, y práctica, toda vez que la Ley 1480 de 2011, en el artículo 18, había dispuesto que los prestadores de estos servicios no podrán lucrarse económicamente del bien, ni explotarlo, ni transferir el dominio, ni conservarlo para sí mismos.


No obstante, el trámite de denuncia ante el ICBF se encuentra estrictamente regulado y, pese a los valiosos esfuerzos de esta entidad por simplificarlo, por ejemplo al permitir el registro de la denuncia por medios digitales, en todo caso implica una carga para el prestador del servicio, que en muchos casos, atendiendo al valor del bien, puede resultar desproporcionada, piénsese por ejemplo en las prendas de ropa abandonadas en una lavandería.


Para el ICBF tampoco ha sido de recibo la forma como fue reglamentado el artículo 18, pues luego de la recepción de la denuncia, sigue un trámite orientado a lograr la declaración judicial del bien como mostrenco, así como la adjudicación del bien a la entidad. Una vez lograda la adjudicación, el ICBF debe proceder a la venta del bien y así, entregar al denunciante su participación.


Ciertamente, este trámite se justificaría en relación con algunos bienes en razón de su valor, como por ejemplo un vehículo, no obstante, el decreto fue claro al limitar el alcance del mismo a los bienes cuya transferencia del derecho de dominio no está sujeta a registro, por lo cual, lo que en la práctica se podrá presentar, es que el ICBF deba adelantar el trámite respectivo en relación con bienes muebles denunciados cuyo valor, realmente, no lo amerita, como podría ser el caso de pequeños electrodomésticos que se dejaron para reparación en un centro de servicios y nunca fueron recogidos por los consumidores.


En fin, hasta ahora, a poco más de un año de su entrada en vigencia, no parece haber sido exitosa la solución propuesta por el Decreto 1413 de 2018, no obstante, el tiempo nos dirá si los empresarios y el ICBF encuentran la forma de sacar buen provecho de esta herramienta legal o si será necesaria una nueva reglamentación por parte del Gobierno Nacional.


DECRETO 679 DE 2016 SOBRE EL DEBER DE INFORMACIÓN EN CASOS DE PRODUCTOS DEFECTUOSOS: ARTÍCULO 19 DE LA LEY 1480 DE 2011


La expedición de este decreto fue un avance significativo en lo que a protección del consumidor se refiere, al ser la primera norma que orientó a los empresarios frente a un tema esencial que se trata de manera muy tangencial en el Estatuto del Consumidor, como es la seguridad de producto, entendida como el área del derecho del consumo que protege los derechos fundamentales del consumidor y que a diferencia de otros aspectos de este universo, su contenido no se reduce a un daño económico eventual o consumado.


El decreto aborda el tema de las campañas de seguridad o de retoma de producto, las cuales a nivel internacional se conocen como recalls, cuya finalidad es retirar del poder de los consumidores un producto que por un defecto que se presenta en su fase de diseño, fabricación, construcción, embalaje, distribución, comercialización o información, podría generar un riesgo a su salud o integridad. De esta manera, resulta de especial relevancia efectuar algunas precisiones conceptuales, en aras de determinar el ámbito de cobertura del Decreto 679 de 2016.


El concepto de producto defectuoso no es asimilable a los de producto peligroso ni producto nocivo, ya que de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 1480 de 2011, el primero hace referencia a aquel bien mueble o inmueble que en razón de un error en el diseño, fabricación, construcción, embalaje o información, no ofrece la razonable seguridad a la que toda persona tiene derecho; mientras los productos peligrosos y nocivos hacen referencia a aquellos cuyo uso conlleva un riesgo intrínseco, respecto de los cuales la representación del riesgo es evidente para el consumidor y por esta circunstancia, su utilización debe ser más cautelosa y diligente, como por ejemplo sucede con los elementos cortopunzantes, el tabaco o las bebidas alcohólicas.


Esta distinción es esencial, por cuanto los riesgos inherentes a los productos peligrosos y nocivos no son atribuibles al empresario, y por ende, escapan del ámbito del decreto, salvo que, por ejemplo, un elemento cortopunzante presente un defecto en su diseño o ensamble en su empuñadura, que conlleve a su desprendimiento durante su utilización y esto pueda generar una laceración o cortadura al consumidor, o cuando una bebida alcohólica presente una falla en su etapa de almacenamiento y por condiciones ambientales o de humedad, se propició el cultivo de un microorganismo que puede generar problemas gastrointestinales al consumidor, hipótesis en las cuales este tipo de productos sí serían objeto del procedimiento de recall, y por ende, sus respectivos empresarios, destinatarios del decreto. En consecuencia, el Decreto 679 de 2016 – vigente desde el 27 de octubre de dicho año – cubre las hipótesis en las cuales el defecto que genera el riesgo es atribuible al empresario.


De esta manera, el Decreto especifica el deber de información que le asiste a los miembros de la cadena de producción, importación, distribución y comercialización de los productos que detenten el defecto que haya producido o pueda producir un riesgo para la salud e integridad de los consumidores, y fue exhaustivo al contemplar medidas inmediatas de carácter preventivo y correctivo dependiendo de la fase en la cual se halle el producto al momento del hallazgo del defecto23.


Si bien el artículo 19 de la Ley 1480 de 2011 impone a los empresarios la obligación de reportar este hallazgo a la Superintendencia de Industria y Comercio dentro de los tres días calendario siguientes a la detección del defecto que haya producido o pueda producir el riesgo, esta disposición no especificaba la forma como debía efectuarse, por lo que el decreto introduce los planes de acción como instrumento no solo de carácter informativo para la autoridad de protección al consumidor, sino orientativo para que el empresario pueda emprender de manera métodica y rigurosa la retoma del producto al describir exhaustivamente su contenido.


Es importante precisar que el Decreto 679 de 2016 no aplica para los automotores cuyos reportes de campañas se realizan de conformidad con los lineamientos trazados por el numeral 1.2.2.3.3 del Capítulo Primero, Título II de la Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio, dadas las especificidades de estos bienes, particularmente de su necesaria articulación con las casas matrices, que para los vehículos son las encargadas de adoptar o autorizar a nivel global las campañas de seguridad.


Aún cuando el Decreto 679 constituye la principal herramienta orientativa para los empresarios frente a una contingencia de la cual ninguno está exento -toda vez que la seguridad no depende de variables relacionadas con el precio y la calidad, es decir, que un producto cuyo costo de producción no sea elevado puede ser seguro, mientras uno cuyo precio sea elevado e incluso fabricado bajo los más altos estándares de calidad, puede ser objeto de una campaña de seguridad o recall-, su entrada en vigencia inevitablemente se tradujo en dificultades de orden práctico para algunos sectores industriales del país, como son los de dispositivos médicos, fármacos o reactivos, ya que al estar cubiertos bajo régimenes especiales de vigilancia a cargo del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA), surgió la inquietud sobre la procedencia del reporte ante la Superintendencia de Industria y Comercio en virtud del Decreto 679 de 2016, por lo que el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo mediante la Circular 387 del 9 de diciembre de 2016 estableció que todo producto debe ser reportado, sin perjuicio de los esquemas especiales de vigilancia que existan para el efecto.


Si bien la circular precisó el alcance del decreto, la inquietud relacionada con aquellos dispositivos médicos, fármacos y reactivos que son administrados por profesionales de la salud y no son manipulados directamente por el consumidor no cesó, porque los reportes ante la Superintencia de Industria y Comercio no cumplen con un fin práctico al no poder ser informados al público por riesgo de desinformación y pánico, y además porque la verificación sobre la existencia del recall corresponde a una entidad externa de orden técnico, como es el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA). Por lo tanto, lo deseable es una diferenciación en los productos incluidos en este segmento, basada en su adquisicion y consumo directo por el consumidor, como sucede con los biberones, chupos, glucómetros, termómetros, etc.


De otra parte, uno de los mayores desafíos que conlleva este decreto es la cobertura total de la campaña de retoma, es decir, que la totalidad de unidades afectadas del producto defectuoso sean retomadas del mercado, lo cual puede tomar un tiempo considerable dependiendo del tipo de producto y de las medidas que para el efecto adopte el empresario, ya que de por medio se encuentra un aspecto trascendental y es la reputación de marca y la educación del consumidor frente a este tipo de eventos, que no son ajenos a ningún empresario.


Este desafío es global e implica un alto grado de compromiso y responsabilidad ética del empresario, quien ante este tipo de circunstancias debe proceder con inmediatez para evitar o minimizar el riesgo de lesión, por lo que resulta necesario que al interior de las compañías se desarrollen lineamientos corporativos para hacer frente a la crisis que puede desencadenar un recall, lo cual se podría lograr a través de un fortalecimiento de la comunicación entre los miembros que componen la cadena logística del producto y de la adopción de una política de compliance en seguridad de producto, que fortalezca el mecanismo institucional de recepción y trámite de las peticiones, quejas y reclamos de los consumidores, ya que una queja puede tener como transfondo un recall.


DECRETO 975 DE 2014 SOBRE INFORMACIÓN Y PUBLICIDAD DIRIGIDA A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN SU CALIDAD DE CONSUMIDORES: ARTÍCULO 28 DE LA LEY 1480 DE 2011


La protección especial que el Estado debe procurar a los niños, niñas y adolescentes tiene fundamento de rango constitucional. En efecto, el artículo 44 de la Constitución Política establece los derechos fundamentales de los niños y dispone, entre otros, que la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistirlos y protegerlos para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Por su parte, el artículo 45 de la Constitución Política establece, en relación con los adolescentes, el derecho a su protección y formación integral.


El Estatuto del Consumidor, a su vez, no solo consagró la protección especial a los niños, niñas y adolescentes en su calidad de consumidores como uno de los principios generales de la ley24, sino que impuso en cabeza del Gobierno Nacional, la obligación de reglamentar los casos, el contenido y la forma en que se les debe suministrar la información.


En cumplimiento de este mandato, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, expidió el Decreto 975 de 28 de mayo de 2014, por el cual se establece la reglamentación sobre los casos, el contenido y la forma en la que se deben presentar la información y la publicidad que se dirijan a los niños, niñas y adolescentes en su calidad de consumidores. Estas disposiciones están hoy incorporadas en el Capítulo 33 del Decreto 1074 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo.


Las normas contenidas en el decreto reglamentario, buscan que la información y la publicidad que se entregue o dirija a los niños, niñas y adolescentes por cualquier medio, sea impreso, electrónico, audiovisual o auditivo, entre otros, se presente de una manera apropiada para su edad, que evite que sean indebidamente influenciados en la toma de decisiones de consumo y que asegure el respeto de sus derechos constitucionales.


Por supuesto, el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de protección especial, implica que las normas generales que contiene el Estatuto del Consumidor sobre el derecho a la información les son aplicables, aunque, en la mayoría de los casos, resultan insuficientes para garantizar su adecuada protección. De ahí que haya sido necesario que a través del decreto reglamentario se impusieran obligaciones y reglas adicionales para los sujetos que están del otro lado de la relación de consumo, esto es, productores, proveedores, anunciantes y, para el caso de la publicidad, también los medios de comunicación.


Es así como en el decreto encontramos, además de las reglas generales que reiteran que la información debe cumplir ciertas características para considerarse adecuada y las que prohíben la publicidad engañosa, reglas que imponen restricciones a la información y a la publicidad en aspectos que no necesariamente tienen la potencialidad de generar engaño o error en una decisión de consumo, pero sí pueden afectar el proceso de formación integral de los niños, niñas y adolescentes que, como se dijo, es objeto de protección constitucional. Un ejemplo de esto último es que los anuncios publicitarios dirigidos a ellos no pueden contener ninguna forma de violencia, discriminación, acoso, y en general, cualquier conducta que pueda afectar la vida o integridad de una persona.


También dentro de listado de deberes de los anunciantes encontramos varias condiciones y restricciones que tienen por objeto evitar que la información y la publicidad afecten el desarrollo armónico e integral de los menores, y que, por el contrario, contribuyan efectivamente a su bienestar social, espiritual, moral o a su salud física. Entre estos, podemos resaltar las siguientes prohibiciones:


– No deberán contener imágenes o información de contenido sexual, violento, discriminatorio o que promueva conductas contrarias a la moral y a las buenas costumbres.


– No deberán contener imágenes o información relacionadas con el consumo de estupefacientes y/o bebidas alcohólicas, salvo que se trate de campañas de prevención.


– No deberán usar imágenes, textos, expresiones visuales o auditivas o representaciones que sugieran al niño, niña y/o adolescente, que no adquirir o usar un producto, puede generar efectos tales como rechazo social o falta de aceptación por parte de un grupo.


– No deberá afirmar ni insinuar que el consumo de un alimento o bebida sustituye alguna de las tres comidas principales del día (desayuno, almuerzo y cena).


De otra parte, el listado de deberes incluye una serie de condiciones cuyo propósito es evitar que el menor tome una decisión de consumo errada, basada en supuestos engañosos. Para el efecto, el decreto parte del principio acertado de que toda información y publicidad dirigida a niños, niñas y adolescentes deberá ser respetuosa de sus condiciones de desarrollo mental, madurez intelectual y comprensión media propias de personas de su edad.


Así, por ejemplo, cuando la información y/o la publicidad exponen el producto en funcionamiento o en uso, está prohibido:


– Indicar o representar una edad diferente a la requerida para que el niño, niña y/o adolescente ensamble las piezas u opere el producto.


– Exagerar el verdadero tamaño, naturaleza, durabilidad y usos del producto.


– No informar que las baterías o accesorios que se muestran en el anuncio no están incluidos en el empaque del producto o que se venden por separado.


– No informar que para el funcionamiento de un producto se requiere de baterías o algún elemento complementario.


Dentro de este grupo de condiciones a la información y a la publicidad que buscan evitar que el niño, niña o adolescente en calidad de consumidor resulte engañado o defraudado, también se encuentra la prohibición de utilizar expresiones cualitativas, diminutivos o adjetivos respecto del precio del producto. Nótese que esta conducta que proscribe el decreto en relación con la información y la publicidad dirigida a niños, niñas y adolescentes, no tiene el mismo tratamiento en las reglas generales sobre publicidad contenidas en el Estatuto del Consumidor. Esto, porque incluir estas expresiones en la información y la publicidad no es considerado per se como un acto que tenga la potencialidad de engañar. Para el caso de los menores, en cambio, por su nivel de comprensión y madurez intelectual, es claro que el uso de diminutivos o adjetivos en relación con el precio sí puede influir en su decisión de consumo.


Algo similar ocurre con los anuncios publicitarios dirigidos exclusivamente a niños, niñas y adolescentes, que se incorporen en el contenido editorial de una producción nacional de radio o de televisión emitida durante la franja u horario infantil o adolescente y cuyo público objetivo sean estos menores. Sucedería, por ejemplo, si en un programa de televisión de la franja juvenil, uno de los presentadores le comenta a otro sobre las bondades o ventajas de un producto distinguido con la marca X, y esto hace parte de una estrategia publicitaria de dicha marca. En estos casos, el decreto, partiendo de la base de que para el menor es difícil distinguir entre el contenido propio editorial del programa, incluyendo las opiniones de sus protagonistas o participantes, de una parte, y de la otra, un contenido patrocinado o publicitario, establece que deberá precisarse por parte del medio de comunicación, de forma expresa, que el anuncio no es parte del contenido de dicho programa. Para estos efectos, toda publicidad que se incorpore en el contenido editorial deberá estar precedida de la leyenda “el presente es un anuncio publicitario que no hace parte del contenido de este programa”, la cual deberá anunciarse también por los presentadores o participantes del programa a viva voz.


Así las cosas, resulta evidente que el Decreto 975 de 2014 incrementa en favor del menor consumidor la protección que el Estatuto del Consumidor otorga al consumidor promedio en un asunto tan relevante como es la información y la publicidad que se le suministra a los consumidores. La anterior ampliación se presenta en razón a la doble condición de debilidad en que se encuentran los menores consumidores, tanto por su condición de consumidores como por su condición de menores de edad, categorías ambas que son merecedoras de tutela especial del legislador, lo que sin duda representa un progreso en la protección a los consumidores menores de edad.


DECRETO 1368 DE 2014 SOBRE OPERACIONES MEDIANTE SISTEMAS DE FINANCIACIÓN: ARTÍCULO 45 DE LA LEY 1480 DE 2011


El artículo 45 de la Ley 1480 de 2011 establece las condiciones especiales que deben cumplirse al celebrar operaciones de crédito otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia no esta asignada a alguna autoridad administrativa en particular25; así como aquellas en las que el productor o proveedor otorga directamente el servicio de financiamiento al consumidor26.


Estas condiciones especiales se refieren, tanto a la información que debe suministrarse al consumidor, como a algunas limitaciones contractuales que el legislador ha considerado importantes para proteger adecuadamente al consumidor en esta especial relación de consumo. La existencia de estas cargas especiales y, si se quiere adicionales, para el caso de las operaciones mediante sistemas de financiación se fundamenta, de una parte, en que la operación de crédito como producto financiero tiene en sí misma una complejidad técnica que aumenta la asimetría informativa que de suyo caracteriza la relación de consumo y la información es una de las herramientas más efectivas para restablecer el equilibrio en este tipo de relaciones.


De otra parte, el mecanismo de financiación directa resulta ser un incentivo importante para la adquisición de un producto. Es decir, que el ofrecimiento de diferir en el tiempo el pago de un bien o servicio, puede influir de manera relevante en la decisión de consumo, por ende, dicho ofrecimiento debe cumplir con unos requisitos de suficiencia, oportunidad, claridad y transparencia de la información, seguramente más exigentes que los que normalmente se imponen en otro tipo de relaciones de consumo.


En cumplimiento del mandato legal contenido en el parágrafo primero del artículo citado, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo expidió el Decreto 1368 de 22 de julio de 2014, hoy incorporado como Capítulo 35 al Decreto 1074 de 2015 (Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo), y posteriormente modificado –parcialmente– por el Decreto 1702 de 2015.


En relación con el ámbito de aplicación, el Decreto 1368 de 2014 aclaró que las ventas a plazos, en las cuales no se estipula o acuerda un cobro de interés, no son consideradas como ventas financiadas y por ende no les son aplicables las disposiciones especiales del artículo 45 de la Ley 1480 de 2011 ni las contenidas en la reglamentación en comento.


De otro lado, como se mencionó, la reglamentación reguló la información que debe ser proporcionada al consumidor, con el objetivo de garantizar que este cuente con la totalidad de las herramientas necesarias para adoptar su decisión de consumo. Así, a fin de garantizar que en todos los casos se cumpla con los requisitos de suficiencia, claridad y oportunidad de la información, dispone el Decreto reglamentario, que a más tardar al momento de contratar el crédito o de adquirir un producto con financiación27, al consumidor se le deberá proporcionar información, por escrito, respecto del tipo de operación que se está celebrando (crédito o financiamiento para la adquisición de un producto), el valor de la cuota inicial, su forma de pago y plazo, el saldo por pagar, el número de cuotas, el valor mensual de las cuotas, si estas son variables deberá estar a disposición del consumidor la explicación de su cálculo, la tasa de interés remuneratoria y moratoria, la enumeración de las garantías reales y personales que se hayan otorgado, la indicación de cualquier concepto adicional al precio, entre otros.


De igual manera, la norma en cuestión determinó la información que debe estar disponible a los consumidores de manera permanente durante la jornada de atención al público, disposición que tiene como objetivo que el consumidor pueda acudir a verificar y obtener información relevante respecto de su crédito, en cualquier momento, con lo cual se busca disminuir la asimetría de información existente, que como ya se dijo, en el caso específico de este tipo de operaciones se ve acentuada debido a su carácter técnico. Así las cosas, deberá estar a disposición del consumidor la información relacionada con: el monto a cancelar por concepto de cuota del mes o período, el capital pendiente de pago al inicio y al final del periodo, la tasa de interés aplicada en el periodo, una explicación acompañada con los datos necesarios para liquidar el instalamento correspondiente, entre otros.


Adicionalmente, se consagra la obligación de contar con personal capacitado que cuente con los conocimientos necesarios para poderle proporcionar al cliente la información necesaria y relevante, en cuanto a las obligaciones que contrae con la firma del contrato, el cálculo de las cuotas y las tasas de interés.


Finalmente, la norma en cuestión también estableció reglas importantes en cuanto a la celebración de los contratos, por ejemplo, la libertad para pactar la tasa de interés remuneratoria y moratoria o la prohibición del cobro simultáneo de intereses remuneratorios y moratorios respecto del mismo saldo o cuota y la disposición según la cual, los intereses pendientes no generarán intereses.


También se estableció una regla específica para los contratos de adquisición de bienes o prestación de servicios, según la cual el monto financiado se calculará tomando como base el precio menos la cuota inicial si la hubiere. Agrega el decreto que, si el precio anunciado se incrementa por razón o causas asociadas a la financiación, la diferencia se reputará como interés, de tal manera que, si esto sucede, no podrá anunciarse con proclamas publicitarias como “cero interés” o “sin interés”. Para el caso de las operaciones de crédito de consumo, el decreto precisa que el monto financiado será el valor total del crédito.


De otra parte, dispuso el decreto que en todas las operaciones amparadas por el artículo 45 de la Ley 1480 de 2011, el consumidor podrá pagar anticipadamente, de forma parcial o total el saldo pendiente de su crédito y, por lo tanto, no podrán establecerse cláusulas penales o sanciones por pago anticipado ni exigirse el pago de intereses durante el período restante, disposición esta que no es novedosa tratándose de las operaciones de crédito que son objeto de esta reglamentación, pues ya la Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio había regulado en términos similares este supuesto.


En todo caso, el reto de las autoridades judiciales y administrativas en este punto es mayúsculo, debido, especialmente, al carácter técnico de la operación y de la información, lo que hace que se incremente el riesgo de que el consumidor sea objeto de conductas que puedan afectar sustancialmente sus derechos.


DECRETO 1499 DE 2014 SOBRE VENTAS QUE UTILIZAN MÉTODOS NO TRADICIONALES O A DISTANCIA: ARTÍCULO 46 DE LA LEY 1480 DE 2011


A fin de dar cumplimiento a la orden contenida en el parágrafo del artículo 46 del Estatuto del Consumidor, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo expidió el Decreto 1499 del 12 de agosto de 2014, hoy incorporado como Capítulo 37 al Decreto 1074 de 2015 (Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo).


El Estatuto del Consumidor se ocupó de regular los métodos no tradicionales así como las ventas a distancia, con el propósito de restablecer el equilibrio en la relación de consumo que surge a partir de estos mecanismos contractuales; vale recordar que aun cuando el equilibrio normalmente está en riesgo en la relación de consumo por la calidad de las partes que están involucradas, en estos casos se encuentra aún más comprometido por cuenta de las particularidades que revisten estas situaciones en especial.


En efecto, en las ventas que se realizan a través de métodos no tradicionales, el consumidor, usualmente parte débil de la relación de consumo, se pone en una situación que afecta el proceso de toma de decisión de consumo, bien porque es abordado intempestivamente por el vendedor o porque se aminora su capacidad de discernimiento. Nótese que este tipo de métodos de venta no están proscritos por la ley ni por la regulación; no obstante, sí se considera que su utilización debe respetar unas reglas mínimas que permitan, en la medida de lo posible, no agravar la situación de desequilibrio contractual.


Por su parte, las ventas a distancia también aumentan de manera evidente la asimetría contractual. En este tipo de transacciones, el consumidor no tiene contacto directo con el producto, y, en algunos casos, tampoco tiene contacto personal con el expendedor. Esto, por supuesto, tiene profundas implicaciones en la información a la que puede acceder en relación con el bien o servicio que se le ofrece y sobre el proveedor. Piénsese por ejemplo, en las ventas que se realizan a través de catálogo, donde, si bien el consumidor tiene trato con el vendedor, no llega a tener contacto con el bien adquirido hasta que ha tomado la decisión de consumo y el vendedor cumple con su obligación de entregarlo. En otro tipo de ventas a distancia, como son las ventas a través de medios de comercio electrónico, el consumidor no tendrá contacto directo con el bien, ni tampoco con el proveedor. Por esta razón, a fin de que el consumidor tenga más elementos de juicio para adoptar una decisión de consumo razonada y, de paso generar confianza en el consumidor, la ley y su reglamentación imponen unas obligaciones especiales de información a cargo de productores y proveedores.


Las ventas con utilización de métodos no tradicionales, de acuerdo con la definición propuesta en el numeral 15 del artículo 5 de la Ley 1480 de 2011:


“Son aquellas que se celebran sin que el consumidor las haya buscado, tales como las que se hacen en el lugar de residencia del consumidor o por fuera del establecimiento de comercio. Se entenderá por tales, entre otras, las ofertas realizadas y aceptadas personalmente en el lugar de residencia del consumidor, en las que el consumidor es abordado por quien le ofrece los productos de forma intempestiva por fuera del establecimiento de comercio o es llevado a escenarios dispuestos especialmente para aminorar su capacidad de discernimiento”.


Por su parte, el artículo 2.2.2.37.4. del Capítulo 37 del Decreto 1074 de 2015, señala que estaremos frente a una venta no tradicional por abordaje intempestivo, “(...) cuando, sin ser propiciado por el consumidor, el primer contacto entre este y el vendedor se da por fuera del establecimiento de comercio, aun cuando la operación se concluya en el establecimiento de comercio del vendedor o en instalación provisional o temporal acondicionada para el efecto.


En estos términos, se consideran ventas no tradicionales por abordaje intempestivo, entre otras situaciones, aquellas en las que el consumidor es abordado en espacios públicos abiertos o en corredores o lugares de desplazamiento público de instalaciones comerciales o institucionales, o las que usualmente ocurren para la venta de colecciones de libros o enciclopedias, revistas, suscripciones, cursos o materiales para el aprendizaje de idiomas, tiempos compartidos, planes vacacionales o de turismo, seguros, planes funerarios, acciones de clubes, afiliaciones a gimnasios, entre otros.”


En adición, dado que la definición de venta no tradicional contenida en el artículo 5 del Estatuto del Consumidor también se refiere a aquellas en las cuales el consumidor es llevado a escenarios dispuestos especialmente para aminorar su capacidad de discernimiento, el artículo 2.2.2.37.5. del capítulo 37 mencionado, aclara que estas son, entre otras, las ventas que:


1. Utilicen técnicas de ventas con sistemas de escalonamiento de vendedores para oponerse o desvirtuar las negativas del consumidor y dilatar o dificultar el rechazo de la oferta, o;


2. Utilicen expresiones o actos que ridiculicen o discriminen al consumidor para oponerse o desvirtuar su negativa y dilatar o dificultar el rechazo de la oferta, entre otras.


Por su parte, en relación con las ventas a distancia, estas se encuentran definidas en el artículo 5 de la Ley 1480 de 2011, como aquellas “Ventas realizadas sin que el consumidor tenga contacto directo con el producto que adquiere, que se dan por medios, tales como correo, teléfono, catálogo o vía comercio electrónico.”


Ahora bien, en lo que tiene que ver estrictamente con el deber especial de información que tienen quienes utilicen estos mecanismos no tradicionales o que realicen ventas a distancia, el artículo 46 del Estatuto del Consumidor, establece que al consumidor debe informársele “(…) previo a la adquisición, la disponibilidad del producto, el derecho de retracto, el término para ejercerlo, el término de duración de las condiciones comerciales y el tiempo de entrega.”


El decreto reglamentario aclaró que esta obligación especial de información, es exigible exclusivamente a quien realiza la operación de venta en forma directa al consumidor, no obstante, también advierte que: “(…) el productor es responsable del cumplimiento de dichas obligaciones, cuando un tercero realiza la operación de venta en su nombre y representación.” 28


Por último, el decreto se ocupó de reglamentar el contenido de la información mínima que el vendedor debe suministrar al consumidor, previo a la aceptación de la oferta. Como se ve, la reglamentación busca que el consumidor sea oportuna y claramente informado sobre aspectos esenciales de la operación que se realiza bien sea a través de ventas a distancia o utilizando métodos no tradicionales, para que así pueda tomar una decisión de consumo adecuada.


DECRETO 587 DE 2016. SOBRE LA REVERSIÓN DEL PAGO: ARTÍCULO 51 DE LA LEY 1480 DE 2011


Uno de los grandes avances en la protección de los derechos de los consumidores en Colombia, se logró con la consagración en nuestro ordenamiento de disposiciones generales orientadas a la Protección Contractual, y de otras especialmente aplicables a las transacciones realizadas en el comercio electrónico29.


En este ámbito, causó un gran impacto en el país, la inclusión de la figura de la reversión del pago, asimilable a algunas instituciones del derecho comparado, pero sin precedentes en la legislación Colombiana. Como se podrá advertir, establecer figuras como esta en la legislación tiene el proposito de brindar a los consumidores herramientas que le permitan aumentar su confianza en los mecanismos de comercio electrónico30.


Se trata de una figura excepcional, incorporada en el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, que, en términos generales, permite a los consumidores que adquieren productos a través del comercio electrónico, solicitar una devolución muy expedita de su dinero a través de la reversión de la operación de pago, si se presenta alguna de las causales taxativamente establecidas en la ley.


Ahora bien, como mecanismo excepcional, la reversión de pagos solo opera para transacciones en las que concurran simultáneamente dos situaciones: la primera, que la adquisición se haya realizado a través de mecanismos de comercio electrónico, tales como internet, Call Center, televentas o tiendas virtuales y, la segunda, que el pago se haya realizado a través de un instrumento de pago electrónico, como son las tarjetas de crédito y las tarjetas débito.


El artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, se ocupó de establecer el derecho a la reversión del pago a favor del consumidor, sus causales, y dictó algunos lineamientos generales sobre el procedimiento y el término para hacer efectivo este derecho, al paso que facultó al Gobierno Nacional para reglamentar la materia.


Es así como el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, expidió el Decreto 587 de 2016, a través del cual, se reglamentó la reversión del pago, mediante disposiciones especiales que permitieron determinar los deberes particulares del proveedor y de los demás participantes del proceso de pago, precisar el alcance de los derechos del consumidor, y establecer el procedimiento para hacer efectiva la reversión del pago, entre otros. Este Decreto se incorporó como Capítulo 51 al Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015.


Merece la pena destacar algunas disposiciones del Decreto reglamentario, que permiten un mejor entendimiento del alcance de esta figura.


Para comenzar, consideramos importante resaltar lo dispuesto en la parte final del artículo 2.2.2.51.1, sobre Objeto y ámbito de aplicación. Como mencionamos, la reversión de pagos es una institución reservada para las transacciones realizadas por comercio electrónico, pero además, la ley también limitó su aplicación a los casos en los cuales para el pago se hubiese utilizado algún instrumento electrónico. Reiteramos que deben entonces concurrir las dos condiciones.


El decreto, a través de la disposición mencionada, precisa el alcance de esta figura, al establecer tres excepciones a su aplicación, a saber:


– No procede cuando el pago se haya realizado por medio de canales presenciales, aun cuando para esto se haya utilizado un instrumento electrónico. Es lo que ocurre, por ejemplo, cuando en un establecimiento de comercio el consumidor adquiere un producto y paga a través de un terminal de punto de venta, como un datáfono. Aquí el consumidor paga haciendo uso de una tarjeta de crédito o débito (que ciertamente son instrumentos de pago electrónicos), pero la adquisición y el pago se han hecho en un canal presencial, por ende, no podría ejercer el consumidor la facultad de pedir la reversión del pago.


– No se aplica a transacciones en las cuales el productor o expendedor o la entidad emisora del instrumento de pago electrónico no se encuentren domiciliados en Colombia. Aun cuando parece innecesario que el decreto se haya ocupado de hacer esta precisión, pues el Estatuto del Consumidor y sus decretos reglamentarios están sujetos al principio de territorialidad, el Gobierno Nacional consideró importante hacer esta aclaración sobre el alcance subjetivo de la norma, por la expectativa – bastante razonable-, que pueden tener los consumidores del comercio electrónico, de contar con esta herramienta en las transacciones que realicen con proveedores que no estén domiciliados en Colombia.


En este caso, lamentablemente, no solo no será aplicable la figura de la reversión de pago, sino que, como es natural, aquellos proveedores que no estén ubicados en el territorio nacional no son sujetos de las obligaciones generales establecidas en el Estatuto del Consumidor, ni de las obligaciones particulares que la misma ley ha establecido para quienes ofrecen productos utilizando medios electrónicos.


– No se aplica en relaciones de consumo respecto de las cuales exista regulación especial que contenga disposiciones particulares en materia de reversión de pagos. Como es sabido, la Ley 1480 de 2011, se aplica de manera suplementaria a la regulación especial que existe para algunos sectores de la economía31; no obstante, debe entenderse esta excepción en el sentido de que no es suficiente que exista una norma especial para inaplicar la figura de la reversión del pago en los términos establecidos en el artículo 51 y en su Decreto Reglamentario 587, sino que se requiere que la norma sectorial regule de manera particular la reversión de pagos para dicho sector.


En relación con las causales por las cuales procede esta figura, el decreto reglamentario, por supuesto, replica las que habían sido establecidas en el artículo 51 del Estatuto del Consumidor, así:


“ARTÍCULO 2.2.2.51.2. Reversión del pago en la venta de productos. (…)


1. Cuando el consumidor sea objeto de fraude.


2. Cuando corresponda a una operación no solicitada.


3. Cuando el producto adquirido no sea recibido.


4. Cuando el producto entregado no corresponda a lo solicitado, no cumpla con las características inherentes o las atribuidas por la información que se suministre sobre el.


5. Cuando el producto entregado se encuentre defectuoso.”


Queremos llamar la atención sobre el hecho de que la causal establecida en el numeral 4 del artículo 2.2.2.51.2 que acabamos de citar, fue redactada en términos más amplios a los que utilizó originalmente el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, pero de una manera que ciertamente permitió aclarar el alcance de la hipótesis según la cual “el producto entregado no corresponda a lo solicitado”.


En efecto, el decreto incluye en esta causal, el supuesto en el cual el producto entregado no cumpla con las características inherentes o las atribuidas por la información que se suministre sobre él. Así, el decreto aclara que el consumidor podrá activar el mecanismo de reversión del pago, cuando reciba un producto que no corresponde a lo solicitado en su transacción, por ejemplo cuando recibe unos zapatos de color rojo, habiendo pedido unos de color azul, pero también podrá pedir la reversión del pago cuando los reciba en el color que efectivamente solicitó pero no se encuentran en buen estado, por ejemplo porque uno de los zapatos tiene unos rayones visibles en el cuero. Nótese que esta última hipótesis no corresponde a la de un producto defectuoso32, supuesto que ya se encuentra cubierto por la causal quinta de este artículo, sino a una falta de calidad en el bien, por lo cual la causal aplicable es, en efecto, la del numeral 4.


De otra parte, el decreto estableció los detalles sobre el procedimiento y los plazos que deben observar tanto los consumidores, como los proveedores y los participantes del proceso de pago a fin de hacer efectiva la reversión. Como se recordará, el artículo 51 del Estatuto del Consumidor estableció que una vez presentada la queja respectiva ante el proveedor del bien o servicio y, habiendo sido notificada la entidad emisora del instrumento electrónico a través del cual se realizó el pago, esta junto con los demás participantes del proceso de pago, deberán reversar la transacción al comprador.


No obstante, fue el decreto reglamentario el que se ocupó de definir que, una vez presentada la solicitud de reversión ante el emisor del instrumento de pago electrónico utilizado, los participantes del proceso de pago dispondrán de un término máximo de quince (15) días hábiles para hacerla efectiva. Adicionalmente, establece el decreto, que contra la solicitud de reversión del pago solo serán oponibles tres supuestos por parte de la entidad financiera: la inexistencia de la operación, la inexistencia de fondos, y la omisión del deber del consumidor de informar la causal alegada y que sustenta la solicitud de la reversión.


Por lo anterior, a diferencia de lo que ocurre en otras legislaciones que han consagrado instituciones similares a la reversión del pago, las entidades financieras y, en general los participantes del proceso de pago33, no tienen la facultad - ni la carga-, de investigar y decidir si al consumidor le asiste razón en su pretensión de reversión.


Como se puede evidenciar entonces, la reversión del pago ofrece al consumidor la posibilidad de obtener una solución muy rápida a su pretensión de devolución del dinero pagado por el bien o servicio, cuando ocurre alguna de las causales definidas en la ley.


Ahora bien, el consumidor, por su parte, deberá haber cumplido con la carga que le corresponde, según lo establecido el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, esto es, presentar la queja ante el respectivo proveedor (en caso de que lo conozca) y notificar de esta a la entidad emisora de su instrumento de pago, dentro de un plazo de cinco (5) días hábiles, contados desde la fecha en que el consumidor tuvo noticia de la operación fraudulenta o no solicitada, o en que debió haber recibido el producto o lo recibió defectuoso o sin que correspondiera a lo solicitado.


Por supuesto, el hecho de que venza el plazo para que el consumidor active la reversión del pago, no significa que este pierda la posibilidad de solicitar la protección de sus derechos a través de otros mecanismos o herramientas dispuestos por la ley; por ejemplo, si se trata de un producto que no funciona con la calidad esperada, el consumidor aún podrá solicitar la efectividad de la garantía de calidad e idoneidad, atendiendo en este caso, los procedimientos y términos indicados en la Ley 1480 de 2011 y en el Decreto 735 de 2012, sobre el que ya hicimos una breve referencia. Igualmente, si se trata de una operación fraudulenta, podrán activarse los mecanismos que las entidades financieras han adoptado de tiempo atrás para resolver las quejas relacionadas con operaciones no reconocidas por el titular del instrumento de pago.


Un tema que genera alta preocupación entre los proveedores de bienes y servicios a través de mecanismos de comercio electrónico del país es la posibilidad de que algunos consumidores soliciten la reversión del pago sin que exista fundamento o sin que se configure en realidad alguna de las causales establecidas en la ley; dado que, como vimos, a la solicitud de reversión solo pueden oponerse por parte de las entidades financieras tres situaciones muy puntuales, y que estas no pueden investigar la veracidad de los hechos declarados por el consumidor, existe una alta probabilidad de que se haga efectiva la reversión de pago por parte de los participantes del proceso de pago a favor del consumidor sin que el proveedor haya tenido siquiera la oportunidad de analizar la queja presentada por el consumidor ni de oponerse a que se revierta el pago a favor de este.


El legislador, previendo esta situación, y con el ánimo de desincentivar posibles reclamaciones infundadas de los consumidores, estableció en el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011 que, “En caso de que la autoridad judicial o administrativa determine que hubo mala fe por parte del consumidor, la Superintendencia podrá imponerle sanciones de hasta cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes” 34.


Resulta claro que el querer del legislador, en este caso, fue ofrecer a los consumidores una solución rápida, consistente en la devolución del dinero pagado, mientras se tramita la queja respectiva por parte del proveedor y no someterlos a largos periodos de espera de una solución a sus reclamaciones. Por supuesto, no se busca fomentar ni tolerar abusos de los consumidores en perjuicio de los proveedores del comercio electrónico, por ello, consideramos que la sanción establecida por la Ley 1480 de 2011 ante la mala fe del consumidor es un instrumento útil para disuadir posibles reclamos infundados.


Ahora bien, los cerca de cuatro años de vigencia de este decreto reglamentario han evidenciado algunos problemas de implementacion del derecho a la reversión del pago en la práctica. Por supuesto, también han persistido los reparos que muchos proveedores de bienes y servicios a través de mecanismos de comercio electrónico, al igual que algunos participantes del proceso de pago, han venido formulando incluso desde que la reglamentación estaba en fase de elaboración y consulta pública.


Tomando en consideración este panorama, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo consideró necesario hacer algunas modificaciones a la reglamentación vigente, y, para tal efecto, presentó el Proyecto de Decreto, “por el cual se modifica parcialmente el Capítulo 51 del Libro 2 de la Parte 2 del Título 2 del Decreto 1074 de 2015, Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo”, el cual, a la fecha de elaboración de este escrito, se encuentra publicado para comentarios de los ciudadanos35.


Consideramos pertinente mencionar las principales modificaciones propuestas por el proyecto de reglamentación. En primer lugar, en el artículo 2.2.2.51.1, sobre Objeto y ámbito de aplicación del Decreto 587 de 2016, se estableció que la reversión es aplicable a la adquisición de bienes y servicios. El proyecto de modificación restringe su aplicación a los bienes, pues considera que la intención del artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, se centra en la adquisición de bienes mediante mecanismos de comercio electrónico, dejando claro que la única excepción se presenta respecto de la adquisición de servicios u obligaciones periódicas y con débito automático autorizado.


La segunda modificación se relaciona con la causal establecida en el numeral 4 del artículo 2.2.2.51.2, que, como explicamos líneas atrás fue redactada en términos más amplios a los que utilizó originalmente el artículo 51 de la Ley 1480 de 2011, pues, mientras que este indicó que la reversión procede cuando “el producto entregado no corresponda a lo solicitado”, la reglamentación adicionó que “no cumpla con las características inherentes o las atribuidas por la información que se suministre sobre el”.


Consideró el Gobierno Nacional que esta adición en la redacción de la causal 4 extralimitó la intención del legislador en su artículo 51 que determinó en qué casos opera el derecho de reversión de pago y puede generar interpretaciones subjetivas por parte del consumidor36. En consecuencia, el proyecto de decreto establece las causales en idénticos términos a los expresados en la Ley 1480 de 2011.


Otra modificación importante a la reglamentación vigente consiste en establecer un término máximo para el ejercicio de la reversión del pago con base en las causales de operación fraudulenta y de operación no solicitada. Si bien se mantiene la disposición según la cual la queja ante el proveedor deberá ser presentada dentro los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en que el consumidor tuvo noticia de la operación fraudulenta o no solicitada, se adiciona lo siguiente:


“En relación con las operaciones fraudulentas o no solicitadas se entenderá que el consumidor tuvo noticia, a más tardar, sesenta (60) días calendario después de que la transacción sea visible en su estado de cuenta y el banco emisor del medio de pago que utilizó para realizar la compra, le haya informado en los términos del literal b del artículo 5 y el literal j del artículo 7 de la Ley 1328 de 2009 y demás normas aplicables.


Si no existe certeza sobre la fecha exacta en la que el consumidor tuvo noticia de cualquiera de los hechos que den lugar al derecho de reversión se observará lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 4 de la Ley 1480 de 2011”37.


Con esta modificación se pretende brindar seguridad jurídica y claridad al trámite de la solicitud de reversión con base en las mencionadas causales, y evitar así la inestabilidad en las transacciones comerciales.


Por último, se propone en el Proyecto de Decreto, modificar el término con el que cuentan los participantes del proceso de pago para realizar la reversión del pago, ampliándolo de 15 a 30 días hábiles. Según explicó el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo en el Cuestionario de Planeación Normativa del Proyecto de Decreto en comento: “el sector privado manifestó que la modificación era necesaria, ya que, el término actual para realizar la reversión no se compadece con las posibilidades técnicas o la capacidad de las entidades financieras”, por lo cual consideró que el plazo de 15 días hábiles establecido en la reglamentación vigente resulta insuficiente para hacer efectivo el derecho. Explica el Ministerio que el término se amplía a 30 días, con el propósito de homologar este plazo con el dispuesto en el Estatuto del Consumidor para que el proveedor realice la devolución del dinero al consumidor cuando este ha ejercido su derecho de retracto38.


DECRETO 1369 DE 2014 SOBRE PUBLICIDAD ALUSIVA A CUALIDADES, CARACTERÍSTICAS O ATRIBUTOS AMBIENTALES DE LOS PRODUCTOS


El Decreto 1369 de 2014 “Por el cual se reglamenta el uso de la publicidad alusiva a cualidades, características o atributos ambientales de los productos”, aunque no fue resultado de una directriz dada por la Ley 1480 de 2011 a efectos de reglamentar alguno de sus artículos en particular, se presenta como un desarrollo de la Ley 1480 y en especial de sus artículos 1, 2, 3, 5, 23 y 29, al considerar necesario reglamentar el uso de la publicidad alusiva a las características, calidades o atributos de los productos que resultan beneficiosos para el ambiente –al ser este tipo de publicidad cada vez más utilizado–, con el objeto de proteger la efectividad y el libre ejercicio de los derechos de los consumidores y promover modelos de consumo y producción sostenibles.39


Este decreto reglamentario de la Ley 1480 resulta plausible en virtud de la necesidad de cambiar los modelos de producción y consumo actuales y pasados, con el propósito de hacerlos sostenibles, y representa un progreso en materia de consumo sostenible al evidenciar la importancia de la información y de la publicidad en el consumo sostenible40, que debemos anotar, brilla por su escasa regulación dentro del Estatuto del Consumidor, generándose un vacío que está llamado a subsanarse de forma urgente en razón a la estrecha conexión existente entre las relaciones de consumo y el logro, o no, de un consumo y producción sostenibles, entre otras varias razones41.


Sin embargo, esta reglamentación de la Ley 1480 de 2011 es solo un pequeño paso dirigido hacia el logro de un consumo sostenible, y consideramos que son muchas las materias relacionadas con consumo sostenible que deben ser objeto de desarrollo legislativo encaminado a llenar los vacíos que en este tema presenta en la actualidad el Estatuto del Consumidor.


3. DESAFÍOS Y TAREAS PENDIENTES EN MATERIA DE REGLAMENTACIÓN DE LA LEY 1480 DE 2011


Como se mencionó, fueron varias las disposiciones de la Ley 1480 de 2011, que facultaron al ejecutivo para su posterior reglamentación. Si bien en la mayoría de aquellas se cumplió con esa delegación, pues como vimos, a la fecha se han expedido ocho Decretos Reglamentarios, aún no se ha emitido por parte del Gobierno Nacional la respectiva reglamentación de las disposiciones relacionadas con: (i) la información de fechas de vencimiento de los productos42; (ii) Condiciones especiales de la información y publicidad de productos nocivos43; y (iii) Constancia de la operación y aceptación en contratos de adhesión.


Si bien en los tres casos ya se han desarrollado los respectivos proyectos, en los dos primeros temas el Gobierno Nacional consideró que debían surtir el trámite requerido para la expedicion de un Reglamento Técnico, el cual a la fecha no se ha adelantado.


En el último caso, relacionado con contratos de adhesión, el proyecto de reglamentación fue sometido a consulta pública y sobre el mismo se presentaron interesantes comentarios de académicos, empresarios y gremios económicos del país, no obstante, a la fecha no ha sido expedido el decreto correspondiente.


Sobre este proyecto de decreto, debemos indicar que, si bien el Estatuto del Consumidor cumplió con la importante tarea de consagrar algunos mecanismos orientados a la proteccion contractual del consumidor44, entre ellos los contratos de adhesión, le corresponde al Gobierno Nacional cumplir con la asignatura pendiente de reglamentar un aspecto sustancial relacionado con esta forma de contratación tan frecuente hoy en las relaciones de consumo.


En efecto, el Título VII de la Ley 1480 de 2011, sobre Protección Contractual, establece en el Capítulo II disposiciones especiales sobre el uso de Condiciones Negociales Generales y de Contratos de Adhesión, estos últimos definidos por el mismo Estatuto como aquellos en los que las cláusulas son dispuestas por el productor o proveedor, de manera que el consumidor no puede modificarlas, ni puede hacer otra cosa que aceptarlas o rechazarlas45.


Es así como dentro de las normas establecidas en este Capítulo II, encontramos aquella que consagra los requisitos mínimos que deben cumplir las Condiciones Negociales Generales y los Contratos de adhesión (artículo 37), al paso que indica que las cláusulas que incumplan con estas formalidades informativas serán ineficaces. También se estableció expresamente la prohibicion de incluír en los contratos de adhesión, cláusulas que permitan al productor y/o proveedor modificar unilateralmente el contrato o sustraerse de sus obligaciones (artículo 38).


Por su parte, el artículo 39 de la Ley 1480 de 2011 estableció la obligación del productor y/o proveedor de entregar al consumidor la constancia escrita de la celebración de contratos de adhesión, así como los términos de la operación. Para el efecto, la norma fijó el plazo máximo de 3 días siguientes a la solicitud presentada por el consumidor y se establece también que el productor deberá dejar constancia de la aceptación del adherente a las condiciones generales. Lastimosamente, la redacción del artículo 39 del Estatuto del Consumidor no es clara y el legislador tampoco estableció cuál es la consecuencia jurídica de que el productor y/o proveedor no cumplan con dicha obligación46.


En este sentido, Solarte Rodríguez expone que:


“Como la norma no establece cuál es la consecuencia de no entregar dichos documentos o de no dejar tales constancias, se han presentado debates doctrinales al respecto, aunque es claro que la inobservancia de esos deberes puede tener efectos en materia probatoria o suscitar sanciones administrativas a los productores o proveedores, pero de las mencionadas circunstancias no se puede desprender la ineficacia o la invalidez del respectivo contrato, toda vez que, como se desprende del texto de la norma, se trata de deberes de conducta que se deben cumplir con posterioridad al perfeccionamiento del contrato. Se debe observar, particularmente, que la norma que se comenta establece que la obligación de entregar los mencionados documentos se debe cumplir dentro de los 3 días siguientes a la solicitud, por lo que bien podría interpretarse que dicho deber de conducta solo surge cuando el cliente o el usuario solicite la constancia de la operación o los términos en los cuales esta se haya perfeccionado, y que no se trata de un deber de carácter general”47.


Dado que este artículo facultó al Gobierno Nacional para reglamentar las condiciones bajo las cuales se deberá cumplir con la obligación prevista en el mismo, la tarea pendiente, esto es, expedir la correspondiente reglamentación resulta ser una excelente oportunidad para aclarar las dudas que justificadamente se han suscitado en relación con este tipo de contrato que se utiliza con mucha frecuencia en relaciones de consumo.


3.1 DESAFÍOS EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR EN MECANISMOS DE COMERCIO ELECTRÓNICO


Como se mencionó en líneas anteriores, uno de los grandes avances del Estatuto del Consumidor, consistió en haber reconocido que el consumidor que adquiere, disfruta o utiliza bienes o servicios a través de mecanismos de comercio electrónico -como una modalidad de venta a distancia-, debe ser sujeto de una efectiva protección de sus derechos.


Al respecto, son múltiples los instrumentos de organismos internacionales que abogan porque las políticas nacionales de protección al consumidor incluyan disposiciones que garanticen al consumidor de comercio electrónico un grado de protección que no sea inferior al otorgado en otras formas de comercio48. En el caso colombiano, el legislador acogió este principio, y a través del Capítulo VI del mismo Título VII que venimos comentando, incorporó disposiciones especiales orientadas a la protección de este consumidor.


Si bien, los medios de comercio electrónico fueron incluidos en la definición de “ventas a distancia” como una especie o subtipo de estas, y por ende, a las transacciones que se realicen a través de esos mecanismos, le son aplicables las disposiciones a las que hicimos referencia al comentar el decreto reglamentario 1499 de 2014, el legislador consideró que el comercio electrónico merecía ser objeto de una regulación más prolija, razón por la cual, le dedicó el Capítulo VI del Título VII (sobre Protección Contractual) de la Ley 1480 de 2011.


Para puntualizar a qué tipo de operaciones les son aplicables las disposiciones del Capítulo VI, debemos remitirnos al artículo 49, que señala:


“Artículo 49. Sin perjuicio de lo establecido en el literal b) del artículo 20 de la Ley 527 de 1999, se entenderá por comercio electrónico la realización de actos, negocios u operaciones mercantiles concertados a través del intercambio de mensajes de datos telemáticamente cursados entre proveedores y los consumidores para la comercialización de productos y servicios.”49


La Real Academia Española define el término Telemático, como la aplicación de las técnicas de la telecomunicación y de la informática a la transmisión de información computarizada. Así, y dado que la definición del artículo 49 citado implica que haya un cruce de mensajes de datos entre proveedor y consumidor a través de una red de comunicaciones, serán operaciones de comercio electrónico las que se realicen a través del sitio web de un proveedor de bienes y servicios, o las que se concreten a partir de mensajes de datos que se crucen en otra plataforma tecnológica, como mensajes de texto, chat, correo electrónico, por mencionar algunas posibilidades.


Son múltiples los reproches y cuestionamientos que se han formulado a esta reglamentación especial que impone cargas adicionales a quienes ofrecen bienes y servicios a través de mecanismos de comercio electrónico. En particular, se oyen voces que afirman que la ley no está tratando en un plano de igualdad a los proveedores del entorno físico y a los que optan por vender a través del comercio electrónico.


Sin duda, esta crítica tiene un fundamento real: por una parte, los proveedores de comercio electrónico deben acatar las disposiciones especiales contenidas en el Capítulo V del Título VII de la Ley 1480 de 2011 sobre Ventas a Distancia, esto es, que deben dar cumplimiento a los deberes especiales señalados en el artículo 46 y deben respetar el derecho de retracto que tienen sus consumidores, y, por otra parte, también deben acatar los deberes especiales que les son impuestos en el artículo 50, así como respetar el derecho a la reversión del pago, sobre el que ya se expuso al comentar el Decreto Reglamentario 587 de 2016, y, además, deben adoptar medidas especiales de protección a niños, niñas y adolescentes.


No obstante, la imposición de estas cargas especiales y adicionales también tiene un fundamento absolutamente indiscutible: la situación de desigualdad en que se encuentran los proveedores que ofrecen y venden a través de los mecanismos de comercio electrónico y sus consumidores, no solo por la evidente asimetría de información sino por la posición de dominio contractual que puede ejercer el proveedor detrás del medio electrónico.


No pretendemos de ninguna manera desconocer que el uso de mecanismos de comercio electrónico puede reportar muchas ventajas para los consumidores, no solo en relación con la posibilidad de acceder a precios más convenientes o mayor variedad en la oferta de productos, sino también con la de encontrar más y mejor información sobre los productos ofrecidos, que incluso le permita compararlos antes de tomar su decisión de consumo.


Por esto, entendemos que no puede justificarse la necesidad de proteger adecuadamente al consumidor de comercio electrónico exclusivamente en la premisa de que es una parte débil de la relación. De hecho, como lo menciona Montoya Naranjo50, en la mayoría de casos el consumidor que decide hacer compras por este medio ha realizado un ejercicio racional y mental, ha tomado la decisión de manera consciente y obra en un estado de mayor vigilancia y cautela.


En otro aparte de la misma obra citada, la autora afirma que “El mito de las ‘distorsiones mercado-consumidor’ que pone al consumidor en una situación de desventaja sin considerar excepciones, lleva a pensar equivocadamente que siempre que se está realizando una compra por transferencia de datos y no en el establecimiento de comercio, el consumidor es necesariamente más débil que cuando está en el mundo terrenal y que por lo tanto, la legislación y su aplicación debe ser más severa en contra del oferente”.51


No obstante, no puede dejarse atrás el hecho de que las operaciones realizadas a través de medios de comercio electrónico, no sólo tienen la particularidad de que el consumidor no tiene contacto directo con el producto, sino que, normalmente no tiene tampoco relación o contacto con el proveedor con quien está contratando. Esto sin duda, puede afectar el nivel de confianza del consumidor, lo expone a la incertidumbre y, en caso de que ocurra alguna eventualidad con la transacción o quiera ponerse en contacto con el proveedor, es necesario que el consumidor tenga claridad sobre quién es su contraparte en la relación de consumo y cómo y dónde lo puede encontrar.


De ahí la importancia de que se adopten en la política de protección al consumidor mecanismos especiales, como son, de una parte, las cargas adicionales de suministrar información adecuada y oportuna, y de otra parte, herramientas jurídicas particulares en favor del consumidor (v.g. derechos de retracto y reversión de pagos), lo cual sin duda, genera una mayor confianza de este en los sistemas de comercio electrónico.


Reiteramos que la incorporación de estas normas especiales de protección al consumidor de comercio electrónico en el Estatuto del Consumidor representó un gran avance en la materia en Colombia; adicionalmente, el hecho de que estas disposiciones sigan en líneas generales los Principios y las Directrices de Naciones Unidas sobre Protección al Consumidor, así como la Recomendación de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos sobre Protección al Consumidor en el Comercio Electrónico, contribuyó a que la política de protección al consumidor en Colombia se encuentre a la altura de los estándares internacionales más exigentes en la materia.


No obstante, a pesar de contar con un marco jurídico sólido y aun con el esfuerzo de las autoridades administrativas y jurisdiccionales del país y, debe decirse, pese al compromiso y la responsabilidad de la gran mayoría de empresarios que ofrecen sus bienes y servicios a través de mecanismos de comercio electrónico, creemos que también debe reconocerse que en Colombia aún queda un camino largo por andar para garantizar una protección adecuada del consumidor de comercio electrónico.


Como ejemplo de lo anterior, los siguientes son otros desafíos en materia de comercio electrónico:


3.1.1 DIFICULTAD DE EJERCER VIGILANCIA TRANSFRONTERIZA DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES


En efecto, uno los factores que inciden en la situación de desprotección que puede sufrir un consumidor que adquiere, disfruta o utiliza bienes o servicios a través de mecanismos de comercio electrónico, es que este puede acceder a la oferta de productos o servicios, de proveedores que están ubicados más allá de las fronteras nacionales.


Esto, que paradójicamente también es una de las grandes ventajas del comercio electrónico frente al tradicional, representa, en caso de vulneración de los derechos del consumidor, una enorme dificultad para garantizar una protección adecuada. Debe recordarse que los proveedores y expendedores que no se encuentren ubicados en el territorio nacional52, por una parte, no están sujetos a las obligaciones generales ni a las especiales que establece el Estatuto del Consumidor53 y, por otra parte, pese a la capacidad técnica que puedan tener las autoridades administrativas de protección al consumidor en Colombia, estas no están facultadas para adelantar sus actividades de inspección, vigilancia y control fuera del territorio nacional.


A la fecha, y sin que sea poco, la Superintendencia de Industria y Comercio de Colombia ha participado activamente en las discusiones sobre internacionalización de la protección al consumidor en línea que se impulsan en organismos internacionales al paso que ha suscrito varios acuerdos de cooperación con entidades pares para combatir las prácticas comerciales transfronterizas fraudulentas y engañosas. El alcance de estos acuerdos le permite a las entidades compartir información valiosa, entre ellas, partes del acervo probatorio recabado en sus investigaciones.


Por supuesto que estos acuerdos son herramientas valiosas para las entidades de protección al consumidor, pero se debe avanzar en la internacionalización de la protección al consumidor, haciendo efectivas las directrices que ha definido la Organización de las Naciones Unidas, e implementando las Recomendaciones de la OCDE en este sentido, que van más allá de los acuerdos de cooperación bilaterales o multilaterales.


En el caso de las Directrices de Naciones Unidas sobre Protección al Consumidor, relacionadas con Cooperación Internacional54 resaltamos las siguientes:


“88. Los Estados Miembros deben conferir a sus organismos encargados de hacer efectiva la protección del consumidor atribuciones para investigar, seguir de cerca, obtener y, cuando proceda, compartir información y pruebas pertinentes, particularmente en lo relativo a prácticas comerciales transfronterizas fraudulentas y engañosas que afecten a los consumidores. Esas atribuciones deben extenderse a la cooperación con organismos extranjeros encargados de hacer efectiva la protección del consumidor y otros homólogos pertinentes en el extranjero.


89. Los Estados Miembros deben considerar la posibilidad de participar en arreglos multilaterales y bilaterales para mejorar la cooperación interinstitucional y judicial internacional en la recuperación de activos extranjeros y la ejecución de las decisiones en los casos transfronterizos.


90. Los Estados Miembros podrían tal vez examinar las directrices y normas internacionales pertinentes para la protección de los consumidores de prácticas comerciales transfronterizas fraudulentas y engañosas cuando estudien las atribuciones jurídicas que han de conferir a sus organismos encargados de hacer efectiva la protección del consumidor y, en su caso, adaptar esas directrices y normas a sus circunstancias.


Al hacerlo, los Estados Miembros podrían tal vez estudiar las Directrices para la Protección de los Consumidores de Prácticas Comerciales Transfronterizas Fraudulentas y Engañosas de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.”


Por su parte, la Recomendación de la OCDE sobre Protección al Consumidor en el Comercio Electrónico, indicó que, con el fin de proporcionar una protección eficaz al consumidor en el contexto del comercio electrónico global, los gobiernos deberían55:


“(…)


ii) mejorar la capacidad de los organismos de aplicación de las leyes de protección al consumidor y otras autoridades pertinentes, según corresponda, para cooperar y coordinar sus investigaciones y actividades de aplicación, mediante notificación, intercambio de información, asistencia de investigación y acciones conjuntas. En particular, los gobiernos deberían:


– exhortar a las empresas a que faciliten información sobre ellas mismas que sea suficiente para permitir, como mínimo, la ubicación de la empresa y sus directores a efectos de facilitar las actividades de organismos de aplicación de la ley, así como la supervisión reglamentaria y normativa, incluyendo en el contexto transfronterizo,


– esforzarse por mejorar la capacidad de los organismos encargados de la aplicación de las leyes de protección del consumidor de intercambiar información sujeta a las salvaguardias adecuadas para los datos personales o la información comercial de índole confidencial, y


– simplificar la asistencia y la cooperación, evitar la duplicación de esfuerzos y hacer todo lo posible para resolver los desacuerdos sobre la cooperación que puedan surgir, reconociendo que la cooperación en casos o investigaciones particulares queda a criterio del organismo de protección del consumidor al cual se le pide que coopere.


(…)”.


Resulta evidente que, aun cuando muchos países, como Colombia, han mostrado avances importantes en el fortalecimiento y actualización de sus políticas nacionales en materia de protección al consumidor del comercio electrónico, se necesitan más esfuerzos para aumentar la cooperación transfronteriza. La OCDE ha identificado múltiples factores que han dificultado la implementación de la Recomendación OCDE sobre el Fraude Transfronterizo, dentro de los cuales se pueden destacar la insuficiencia de recursos y la falta de facultades legales y poderes sancionatorios, así como consideraciones relacionadas con la protección de la privacidad y la confidencialidad de la información56. Lo que está claro es que las autoridades encargadas de la protección de los consumidores deben abordar estos retos de manera creativa, pensando en un entorno globalizado y digitalizado.


Tal vez sea el momento de avanzar en la definición de instrumentos legales que permitan a los países pasar de los primeros niveles de cooperación, léase transferencia de información, a un mecanismo efectivo que le permita a sus autoridades de inspección, vigilancia y control, actuar de manera efectiva y coordinada con sus pares.


Con este propósito, la OCDE, en el marco del Comité de Políticas de Protección al Consumidor, se ha propuesto elaborar una guía legislativa para los países miembros, en la cual se definirán los principios que deben incluir en sus leyes nacionales para garantizar un mismo nivel de protección a los consumidores. La adopción de estos principios a nivel interno, permitirá que las autoridades de protección al consumidor puedan efectivamente investigar y corregir conductas del mercado de manera coordinada con otras autoridades, con el fin último de garantizar que en un mercado globalizado, las autoridades sean más eficientes sin circunscribirse a sus fronteras.


Esperamos que ese importante instrumento vea pronto la luz, que sea adoptado sin dilaciones por los países miembros, para garantizar que los consumidores, independientemente de su nacionalidad, cuenten con un mismo nivel de protección y con las mismas garantías de reparación.


3.1.2 PLATAFORMAS DE COMERCIO ELECTRÓNICO Y PORTALES DE CONTACTO


En materia de comercio electrónico se ha presentado para las autoridades de protección al consumidor a nivel mundial otro desafío muy importante, que se relaciona con la responsabilidad de los diferentes actores de este ecosistema frente a las infracciones a los derechos de los consumidores.


Como mencionamos, en el caso colombiano, así como en muchas otras legislaciones, la ley de protección al consumidor ha definido unas obligaciones generales y otras adicionales que deben cumplir quienes ostentan la calidad de proveedores y expendedores que ofrecen productos utilizando medios electrónicos, pues son el otro extremo de la relación de consumo.


No obstante, en el entorno del comercio electrónico se han desarrollado otro tipo de prácticas comerciales novedosas, que han traído grandes retos a esta disciplina de protección de los derechos de los consumidores. Los primeros antecedentes de plataformas electrónicas que se apartaron de la relación tradicional entre proveedor y consumidor (B2C), y en consecuencia plantearon un desafío para la aplicación de las normas de protección al consumidor, fueron las que permitían y facilitaban las transacciones entre consumidores (C2C). Este fue el caso de plataformas como eBay, que permitía la venta o subasta de productos entre sus usuarios.


Peña explica muy bien esta problemática: “La participación directa de consumidores pone en entredicho la aplicación de las normas del consumidor que protegen usualmente a un extremo debil en las transacciones comerciales. En estos casos, se entiende que ambos sujetos en un negocio están en la misma situación o posición contractual. No obstante, no puede desconocerse que existe un proveedor de servicios que es quien acerca o permite al menos la proximidad de los consumidores”57.


Por supuesto, también surgieron las plataformas que permiten que se generen indiscutibles relaciones de consumo entre proveedores u oferentes de bienes y/o servicios, de un lado, y consumidores, por el otro.


Este tipo de plataformas electrónicas, también conocidas como tiendas en línea o electronic marketplace, por regla general realizan una actividad de mera intermediación, desarrollan y ponen a disposición el mecanismo en el que se encuentran los dos extremos de la relación de consumo: el proveedor y el consumidor; en esa medida, resulta indiscutible que el operador de la plataforma, que circunscribe su participación a poner en contacto a los dos sujetos y al no tener la calidad de proveedor, por no ser quien ofrece los bienes y/o servicios, no es sujeto de las obligaciones especiales establecidas en el Estatuto del Consumidor.


En el caso colombiano, la Ley 1480 de 2011 decidió definir los Portales de Contacto y limitar su responsabilidad en los siguientes términos:


“ARTÍCULO 53. PORTALES DE CONTACTO. Quien ponga a disposición una plataforma electrónica en la que personas naturales o jurídicas puedan ofrecer productos para su comercialización y a su vez los consumidores puedan contactarlos por ese mismo mecanismo, deberá exigir a todos los oferentes información que permita su identificación, para lo cual deberán contar con un registro en el que conste, como mínimo, el nombre o razón social, documento de identificación, dirección física de notificaciones y teléfonos. Esta información podrá ser consultada por quien haya comprado un producto con el fin de presentar una queja o reclamo y deberá ser suministrada a la autoridad competente cuando esta lo solicite”.


En este escenario queda claro que el portal de contacto tiene (i) el deber de exigir a los oferentes que quieran hacer uso de su plataforma, información que permita su identificación, así como (ii) el deber de registrar esa información adecuadamente58. Como se puede observar, el principal mérito de esta norma es evidenciar que la regla del deber de información, es uno de los mecanismos más efectivos para restablecer el equilibrio en las relaciones de consumo.


Ahora bien, muchas plataformas electrónicas han evolucionado para incluir en su oferta, otros servicios de valor agregado tanto para proveedores como para consumidores.


Así las cosas, las plataformas varían considerablemente en cuanto a su grado de participación en la relación de consumo. Si bien, la función principal de la mayoría es facilitar, organizar y mediar en las actividades de proveedores y consumidores, también pueden ofrecer servicios de pago, motores de búsqueda, mecanismos de calificación de productos, reviews o recomendaciones, publicidad, análisis de datos, entre otros.


Por supuesto, el tipo de plataforma y su consecuente nivel de responsabilidad ante posibles infracciones a los derechos de los consumidores, serán objeto de definición en cada caso particular, bien sea en el marco de una actuación administrativa o de un proceso juridiccional de acción de protección al consumidor. En Colombia, la Superintendencia de Industria y Comercio ha emitido varios pronunciamientos interesantes sobre los Portales de Contacto, tanto en sede judicial como en ejercicio de facultades administrativas.


Así por ejemplo, el 26 de diciembre de 2019, la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la SIC emitió la Sentencia No. 16593 en el marco de una acción de protección al consumidor contra la plataforma Rappi, luego de haber determinado que su actuación no se había ceñido a una mera labor de intermediación -propia de un Portal de Contacto-y que, en consecuencia se debería tener como plataforma de comercio electrónico, esto es, como proveedor.


Al respecto, indicó el juzgador:


“Para resolver este problema jurídico resulta necesario verificar la calidad en la que dicha sociedad participa en las operaciones de comercio electrónico que cursan a través de la plataforma virtual de su propiedad, pues dicha circunstancia permitirá determinar la responsabilidad que tiene dicho sujeto. Ese análisis resulta necesario, debido a que el Estatuto del Consumidor impone diferentes responsabilidades y cargas a los diversos agentes que participan en el mercado, dependiendo de la calidad o rol que asuman en las operaciones de comercio electrónico, por ello, la importancia de saber si actúan como proveedores o como portales de contacto.


(…)


Como se advierte de la definición que el legislador dispuso sobre esta última figura (Portal de contacto), una de las caracterísiticas esenciales, como además su nombre así lo indica, es la de que la actividad de este agente del comercio en línea se concrete en acercar o poner en contacto a oferentes y consumidores, de tal forma que la ley circunscribió su actividad, fundamentalmente, a la prestación de servicios de intermediación.


De ahí que la norma establezca, al describir la dinámica de funcionamiento de los portales de contacto, que la plataforma electrónica debe permitir que los consumidores contacten a los oferentes de los productos a través de su sistema. Por tanto, el portal de contacto tiene la función de servir como foro para la aproximacion entre los sujetos que ofrecen sus productos y aquellos interesados en adquirirlos, lo que necesariamente supone que, una vez entran en contacto, tengan la alternativa de concretar la operación entre ellos al margen de la plataforma, sin perjuicio de que la transacción pueda cursar y finalizarse a través del portal de contacto si estos así lo deciden.


(…)


Siguiendo este derrotero, es claro que a la luz de la regulación prevista para este agente de comercio electrónico se encuentran excluidas de dicha categoría aquellas plataformas que, mas allá de prestar la estructura específica que hace posible la interacción entre los usuarios, se involucran en la operación o ejercen control sobre aquella, para ser consideradas como plataformas de comercio electrónico. Esto último ocurre, entre otras circunstancias, cuando: i) la transacción tiene que cursar necesariamente a través de la plataforma de comercio electrónico; ii) la plataforma establece los términos y condiciones que regulan la adquisición del producto; iii) la plataforma de comercio electrónico fija el precio de los productos o establece una metodología para determinarlos; y, iv) el pago del precio es realizado directamente dicha plataforma (sic).


En estos casos, la actividad de mera intermediación que caracteriza a los portales de contacto es excedida en tanto que la plataforma pasa a jugar un rol fundamental en la operación, así como en la determinación de las condiciones de la transacción, por lo que, ciertamente, su participación deja de ser instrumental, en el sentido de simplemente conectar a los usuarios, para, en su lugar, tomar la posición de verdadera parte de la relación de consumo como proveedor, con todas las implicaciones que de allí se derivan.


Como corolario de lo expuesto, una plataforma electrónica que pretenda recibir el tratamiento de portal de contacto deberá: i) demostrar que actúa como un mero intermediario, esto es, que simplemente pone en contacto a oferentes y consumidores; ii) deberá demostrar que permite que el consumidor contacte al oferente de los productos a través de su sistema; iii) deberá brindar la alternativa de concertar la operación entre ellos (consumidor y oferente) al margen de la plataforma; iv) deberá acreditar que no tiene un rol fundamental en la operación así como en las condiciones de la transacción y v) deberá haber informado de manera clara, veraz, suficiente, oportuna y verificable precisa e idónea que la plataforma actúa como un mero intermediario, así como de los efectos y alcances de esa situación”.59


Por su parte, la Delegatura para la Protección del Consumidor de la Superintendencia de Industria y Comercio, también ha tenido oportunidad de pronunciarse en sede administrativa, sobre los requisitos para considerar a una plataforma electrónica como Portal de Contacto.


Así por ejemplo, en la Resolución 50536 de 2015, al resolver la investigación administrativa contra la empresa MercadoLibre Colombia Ltda., la Dirección de Investigaciones de protección al consumidor, manifestó que:


“No obstante lo anterior, al contrastar la actividad desplegada por MERCADOLIBRE COLOMBIA LTDA, con lo dispuesto por el artículo 53 de la Ley 1480 de 2011, esta Dirección encontró una serie de características que examinadas en su conjunto, conducen a considerar que la infraestructura virtual de la sociedad investigada no corresponde a un portal de contacto propiamente dicho sino que su plataforma, dado su modelo de negocio, constituye un portal de comercio electrónico en sentido genérico. Las características a las que se hace referencia se examinarán a continuación.


(…)


El conjunto de características expuestas ponen de manifesto que efectivamente MERCADOLIBRE COLOMBIA LTDA no es un simple portal de contacto donde se encuentran compradores y vendedores, como lo intenta hacer ver la sociedad investigada, sino un espacio de comercio electrónico en sentido genérico, donde i) se obtienen utilidades derivadas tanto de la publicación de las ofertas, como de las comisiones generadas por las ventas efectivamente realizadas dentro de su portal web; ii) aunado a lo anterior cuenta con mecanismos de pago propios, es decir, con infraestructura desarrollada por la misma compañía para permitir la adquisición de productos a cuotas, y a la realización del pago; iii) adicionalmente, la evolución del negocio da cuenta de que si bien en un primer momento MERCADOLIBRE ha podido considerarse como un portal de contacto, en atención a las diferentes actividades que desempeña, dicha condición ha sido revaluada, sobrepasando la específica y limitada categoría de los portales de contacto y erigiéndose como un portal de comercio electrónico de los que trata el artículo 50 de la Ley 1480 de 2011”60.


Más recientemente, también en ejercicio de facultades administrativas, la Dirección de Investigaciones de Protección al Consumidor a través de la Resolución 40212 de 2019, impartió una orden administrativa a la empresa RAPPI S.A.S., para que en calidad de propietaria de la plataforma de comercio electrónico, observe todas las normas contenidas en el Estatuto del Consumidor y demás disposiciones concordantes, que resulten aplicables a la comercialización de bienes y servicios a través de medios electrónicos.


En la mencionada resolución, se recordó en líneas generales, la diferencia entre las figuras de portal de contacto y plataforma de comercio electrónico en los siguientes términos:


“Así las cosas, un portal de contacto se diferencia de una plataforma en donde se proveen o expenden bienes y servicios a través de medios electrónicos, en adelante plataformas de comercio electrónico – dado que, por un lado, el portal de contacto pone a disposición de los consumidores una plataforma electrónica en la que personas naturales o jurídicas pueden ofrecer productos para su comercialización y a su vez los consumidores pueden contactarlos por ese mecanismo; mientras que, una plataforma de comercio electrónico no se restringe a permitir el contacto entre compradores y vendedores, sino que también hace parte de la relación de consumo de forma directa al actuar como proveedor de bienes y servicios o indirecta al gestionar la comercialización de bienes y servicios de terceros o propios y de terceros intermediando en la relación y adquiriendo un porcentaje de las ventas o ganancias por las transacciones realizadas por el consumidor”.


Más adelante, en cuanto al análisis de la situación particular y concreta de la plataforma Rappi, se estableció que:


“En conclusión, analizadas las características del modelo de negocio implementado por RAPPI S.A.S., y habiendo advertido la Dirección que dicha sociedad realiza operaciones mercantiles en calidad de proveedor, mediante el intercambio de mensajes cursados telemáticamente, es dable afirmar que la actividad que ejerce dicha plataforma de comercio electrónico, supera el alcance de los portales de contacto regulados en el artículo 53 de la Ley 1480 de 2011, dado que además de suministrar la herramienta tecnológica para la materialización de las relaciones de consumo, obtiene porcentaje de los valores transados a través de la plataforma, participa en la realización del pago, emite publicidad, realiza promociones y ofertas, asume mediante los canales “chat rappitendero” y “soporte” el diálogo con el consumidor, determina la procedencia de la “garantía de los precios”, y adicionalmente, es quien comparece ante esta Superintendencia, como sujeto pasivo en las demandas en ejercicio de la acción de protección al consumidor y como investigado en las actuaciones que en ejercicio de las funciones administrativas adelanta esta entidad.


Bajo las anteriores consideraciones, RAPPI S.A.S., no actúa como un portal de contacto en los términos del artículo 53 de la Ley 1480 de 2011, sino como un proveedor de bienes y servicios a través de plataformas de comercio electrónico y, por lo tanto, le resultan aplicables lo dispuesto en el artículo 50 de la mencionada Ley y las demás disposiciones del Estatuto del Consumidor, pues no es dable que RAPPI S.A.S., obtenga lucro exhibiendo y suministrando indirectamente productos y servicios a los consumidores pero se aparte de sus obligaciones legales de cara a los consumidores”61.


Como se ve, la calificación de una plataforma electrónica como portal de contacto, requiere que el operador de la misma se ciña a una labor de intermediación entre proveedores y consumidores y, para el efecto, la Superintendencia de Industria y Comercio, tanto en los análisis realizados en sede administrativa, como en el marco de acciones jurisdiccionales de protección al consumidor, ha dado aplicación a varios criterios que no se encuentran en el artículo 53 de la Ley 1480 de 2011, ni en normas concordantes.


Esto ha sido objeto de discusión por parte de las plataformas que han sido sancionadas y/o condenadas en unas y otras actuaciones, que han considerado que la Superintendencia se ha extralimitado en sus facultades. Al respecto, creemos que las consideraciones de la SIC corresponden al ejercicio interpretativo de aplicación de la norma, de otra manera no podría el operador jurídico analizar la realidad del negocio para confirmar si este encaja o no en la definición de portal de contacto del artículo 53 de la Ley 1480 de 2011.


No obstante, en aras de dotar de seguridad jurídica los empredimientos relacionados con plataformas electrónicas, consideramos que sería recomendable que la SIC actualice el Título II de la Circular Única, sobre Protección al Consumidor, y en ese marco, defina los criterios aplicables para este y los otros temas relacionados con la protección al consumidor del comercio electrónico.


4. CONCLUSIÓN


Como vemos de la anterior exposición, la Ley 1480 de 2011 se ha instituido dentro del orden jurídico colombiano como un instrumento valioso en materia de protección al consumidor y en materia de regulación de la relación de consumo. Desde su expedición, esta ley ha presentado importantes desarrollos en temas de gran relevancia como la efectividad de la garantía, la prestación de servicios que suponen la entrega de un bien, el deber de información en casos de productos defectuosos, la información y publicidad dirigida a menores de edad en su calidad de consumidores, las operaciones mediante sistemas de financiación, las ventas que utilizan métodos no tradicionales o a distancia y la reversión del pago.


Sin embargo, también observamos que hay temas cruciales que todavía están pendientes de reglamentación y que representan grandes desafíos tanto de carácter regulatorio, como para los mismos productores, distribuidores y consumidores, dentro de los cuales sobresalen aquellos relacionados con el comercio electrónico, las plataformas de comercio electrónico y los portales de contacto.


Vemos entonces como resulta necesario que la Ley 1480 de 2011 se ponga a tono con los nuevos desafíos y desarrollos del mercado con el fin de regular aquellos temas que han surgido con posterioridad a su expedición y que son producto de los avances tecnológicos y del surgimiento de la economía colaborativa, actualizando la norma en beneficio del mercado y de todos sus actores.
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Los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible. Comparación entre los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible consagrados en el Estatuto del Consumidor colombiano, con los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible que se desprenden del Objetivo Doce de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y de su Directriz sobre Promoción del consumo sostenible


Consumer duties related to sustainable consumption. Comparison between consumer duties related to sustainable consumption arising from the colombian Consumer Statute, with consumer duties related with sustainable consumption arising from the United Nations Sustainable Development Goal Twelve and its Guidelines for the Promotion of sustainable consumption




RESUMEN


La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas estableció diecisiete Objetivos para el Desarrollo Sostenible (ODS), y el Objetivo Doce dispone: “garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles”, objetivo que requiere de la cooperación de todos los participantes de la cadena de suministro, incluyendo a los consumidores. De otra parte, la Resolución de las Naciones Unidas sobre Protección del Consumidor estableció como una de sus directrices la promoción del consumo sostenible, donde la responsabilidad del consumo sostenible la comparten todos los miembros y organizaciones de la sociedad, incluyendo también a los consumidores. Al ser los consumidores actores fundamentales para el logro de un consumo sostenible, con este trabajo buscamos establecer cuál es el papel de los consumidores dentro del Estatuto del Consumidor colombiano para el logro de un consumo sostenible, comparando los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible consagrados en el Estatuto del Consumidor, con los deberes de los consumidores relacionados con el consumo sostenible que se desprenden de los ODS y de la Resolución de las Naciones Unidas sobre Protección al Consumidor.
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ABSTRACT


The United Nations 2030 Agenda for Sustainable Development established seventeen sustainable Development Goals (SDGs) being goal twelve “Ensure sustainable consumption and production patterns”, an objetive that requires the cooperation of all the participants in the supply chain, including consumers. On the other hand, United Nations Guidelines for Consumer Protection established as one of its guidelines, the Promotion of Sustainable Consumption, where the responsibility for sustainable consumption is shared by all members and organizations of society, including consumers. As consumers are fundamental actors in achieving sustainable consumption, with this work we seek to establish the role that consumers play within the colombian Consumer Statute for achieving sustainable consumption, by comparing consumer duties related to sustainable consumption arising from the Consumer Statute, with the consumer duties related to sustainable consumption arising from the SDGs and the United Nations Guidelines for Consumer Protection.
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1. INTRODUCCIÓN


La Ley 1480 de 2011 por la cual se expidió el Estatuto del Consumidor en Colombia, introdujo importantes avances en términos de la protección al consumidor colombiano, lo que ha sido de buen recibo dado el alcance limitado de la protección consagrada en la normatividad anterior.


Los consumidores han ganado terreno dentro del mercado de consumo y son considerados en la actualidad como actores fundamentales del mismo, merecedores de toda la protección, pero también como sujetos a obligaciones y deberes enmarcados dentro del papel que estos deben tener en la construcción de un consumo educado, responsable y sostenible.


La construcción de un consumo sostenible se relaciona con los conceptos de consumo, producción y desarrollo sostenible, cuyos más recientes desarrollos por parte de la Organización de las Naciones Unidas aparecen plasmados en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual estableció diecisiete Objetivos para el Desarrollo Sostenible (ODS), siendo su Objetivo Doce “garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles”.


Según el Objetivo Doce de la Agenda, en la consecución del mismo, esto es, garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles, deben participar las empresas, los comerciantes y los consumidores, entre otros, requiriendo la cooperación de todos los participantes de la cadena de suministro, desde el productor hasta el consumidor.


De otra parte, la Resolución de las Naciones Unidas sobre Protección del Consumidor que establece unas Directrices para la Protección del consumidor, contiene una Directriz sobre Promoción del consumo sostenible, estableciendo que la responsabilidad del consumo sostenible la comparten todos los miembros y organizaciones de la sociedad, incluyendo a los consumidores.


A partir de lo anterior y de que los consumidores son necesarios para el logro de modalidades de consumo y producción sostenibles, el objetivo del presente escrito consiste en establecer cuáles son los deberes del consumidor colombiano relacionados con el consumo sostenible dentro del Estatuto del Consumidor y cuáles son los deberes del consumidor relacionados con el consumo sostenible que se desprenden del Objetivo Doce de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y de su Directriz sobre Promoción del consumo sostenible, para poder hacer una comparación entre la normativa de las Naciones Unidas y la normativa colombiana, establecer si existe una correspondencia entre los deberes de los consumidores relacionados con el consumo sostenible que se deprenden de ambas normativas, y determinar cuál es la relación entre los deberes del consumidor colombiano y el consumo sostenible.


2. ¿QUÉ ES EL CONSUMO SOSTENIBLE?


Para efectos de poder desarrollar el objetivo del presente escrito que es hacer una comparación entre los deberes del consumidor colombiano relacionados con el consumo sostenible consagrados en el Estatuto del Consumidor, con los deberes del consumidor que se desprenden del Objetivo Doce de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y de su Directriz sobre Promoción del consumo sostenible, resulta necesario mirar algunas de las definiciones que encontramos para el término consumo sostenible y para otros conceptos relacionados con este como lo son la producción sostenible y el desarrollo sostenible. Como veremos, los tres conceptos se encuentran interconectados y en ocasiones los términos consumo y producción sostenible están definidos en forma conjunta.


2.1 CONSUMO, PRODUCCIÓN Y DESARROLLO SOSTENIBLE: CONCEPTOS RELACIONADOS


El desarrollo, el consumo y la producción sostenibles son conceptos relativamente recientes que han tenido desarrollo en diferentes ámbitos. Una de las primeras referencias que encontramos acerca de “consumo” y “producción” sostenibles, aunque abordada desde sus conceptos contrarios, es decir, el consumo y la producción insostenibles, es aquella contenida en el Principio 8 de la “Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo” hecha en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo reunida en Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992, principio este que estableció la manera de alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida en los siguientes términos:


“PRINCIPIO 8. Para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas”.1


A este respecto, L.V. Bianchi hace la siguiente referencia al momento en que empieza a aparecer el tema del consumo sostenible en el derecho internacional, citando a su vez en su pie de página 1, el principio 8 arriba mencionado:


“(…) La preocupación por los impactos ambientales de los patrones de consumo, en particular los patrones de consumo de los paises desarrollados, ingresa en el debate internacional, y en consecuencia en los instrumentos de soft law del derecho internacional ambiental, en el año 1992, cuando las relaciones entre consumo y ambiente se consolidan mediante la idea de consumo sustentable1.”.2


Sobre la definición de los términos consumo y producción sostenibles, una de las primeras que encontramos es la del Simposio de Oslo de 1994 en el cual se definió el consumo y producción sostenible como: “el uso de servicios y productos relacionados que responden a necesidades básicas y traen una mejor calidad de vida mientras minimizan el uso de recursos naturales y materiales tóxicos, al igual que las emisiones de desperdicios y contaminantes sobre el ciclo de vida del servicio o producto para no poner en riesgo las necesidades de las generaciones futuras”.3 (la traducción es nuestra).


Otra definición más reciente de consumo sostenible se encuentra en la Resolución 70/186 sobre “Protección del Consumidor”, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 22 de diciembre de 2015, cuando en sus directrices, y especificamente en el literal H de estas sobre “Promoción del consumo sostenible”, dice lo siguiente:


“(…) 49. Se entiende por consumo sostenible la satisfacción de las necesidades de bienes y servicios de las generaciones presentes y futuras en formas que sean sostenibles desde el punto de vista económico, social y ambiental.”4


También encontramos una definición dada por las Naciones Unidas cuando en su página web expone el Objetivo 12 de Desarrollo Sostenible, “Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles”, explicando en qué consisten el consumo y la producción sostenible de la siguiente forma:


“(…) El consumo y la producción sostenible consisten en fomentar el uso eficiente de los recursos y la energía, la construcción de infraestructuras que no dañen el medio ambiente, la mejora del acceso a los servicios básicos y la creación de empleos ecológicos, justamente remunerados y con buenas condiciones laborales. Todo ello se traduce en una mejor calidad de vida para todos y, además, ayuda a lograr planes generales de desarrollo, que rebajen costos económicos, ambientales y sociales, que aumenten la competitividad y que reduzcan la pobreza. (…)”.5


Como vemos, esta última definición de consumo y producción sostenible es más extensa que las anteriores definiciones, tiene un mayor alcance y busca como fin último el mejoramiento de la calidad de vida de todos, el mejoramiento en la competitividad y la reducción de la pobreza, abarcando temas como el medio ambiente, el acceso a servicios básicos y la creación de empleos ecológicos.


Más adelante, ampliaremos el entendimiento de los términos consumo y producción sostenibles a partir de la exposición del Objetivo Doce relativo a garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles, contenido en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.


El término “desarrollo sostenible”, lo encontramos en el Informe de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de la ONU denominado “Nuestro Futuro Común”, así:


“(…) 27. Está en manos de la humanidad hacer que el desarrollo sea sostenible, duradero, o sea, asegurar que satisfaga las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias. (…)”.6


Posteriormente, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo celebrada en Río de Janeiro en 1992, surgieron los principios fundamentales y el programa de acción para lograr el desarrollo sostenible.7


Tal como lo mencionamos anteriormente, el Principio 8 de la “Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo” estableció que para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas.8


Luego, en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de Johannesburgo (Sudáfrica) del año 2002, se reafirmó el compromiso de las Naciones Unidas en pro del desarrollo sostenible, asumiendo la responsabilidad colectiva de promover y fortalecer el desarrollo económico, el desarrollo social y la protección ambiental como pilares interdependientes y sinérgicos del desarrollo sostenible.9


Recapitulando lo acontecido en materia ambiental y de desarrollo sostenible, la declaración de Johannesburgo relata como 30 años atrás en Estocolomo, los representantes de los pueblos del mundo acordaron la apremiante necesidad de abordar el problema del deterioro ambiental y como hacía 10 años en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo celebrada en Río de Janeiro convinieron que la protección del medio ambiente, el desarrollo social y el desarrollo económico eran fundamentales para lograr el desarrollo sostenible basado en los principios de Río, aprobando entonces el “Programa 21” y la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, cuya adhesión a estos reafirmaron en Johannesburgo.10


En cuanto a los objetivos primordiales y requisitos fundamentales de un desarrollo sostenible, la declaración de Johannesburgo reconoció como tales a la erradicación de la pobreza, la modificación de pautas insostenibles de producción y consumo y la protección y ordenación de la base de recursos naturales para el desarrollo social y económico;11
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